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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	11-0042-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Fabio Flores Rojas


	04-01-11
	NOMBRAMIENTO DE INTERINOS POR DECRETO

-Decreto Ejecutivo número 36320-MP-MTSS del 10-12-2010. Publicado en La Gaceta número 248 del 22-12-2010.

Se acusa que se pretende ingresar al régimen de Servicio Civil a gran cantidad de interinos que no cumplen con los requisitos de ley. Se señala que pretenden dar un trato especial a un grupo de funcionarios, dejando sin posibilidad de participar a muchos otros costarricenses. 

	11-0204-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Magaly Campos Chávez
	10-01-11
	SOLICITAN INCLUSIÓN DE HOMBRES EN LEY DE PENALIZACIÓN DE VIOLENCIA

-Artículos 2, 5, 21, 22, 23, 25, 26 y 27 de la Ley de Penalización de Violencia contra la Mujer. No. 8589.

Se acusa que esta ley sólo protege a la mujer y no al hombre maltratado, humillado y violentado en sus derechos. 



	11-0210-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Juan Carlos Sánchez Sánchez cc Juan Carlos Sánchez Arguedas


	10-01-11
	APLICACIÓN DE TRATADO DE ASISTENCIA LEGAL

- Artículos 2.5 y 12.1 del Tratado de Asistencia Legal Mutua en asuntos penales entre las Repúblicas de costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá. Ley No. 7696.

La normas impugnadas señalan que todas las solicitudes de asistencia que se formulen bajo el presente Tratado, serán tramitadas y ejecutadas de conformidad con las leyes del Estado Requerido y que la obtención de pruebas las realizará el Estado Requerido, de conformidad con su derecho interno y a solicitud del Estado Requirente, podrá recibir declaración jurada de personas dentro de un proceso que se sigue en el Estado Requirente, y solicitar la evacuación de las pruebas necesarias. El accionante considera que se permite la aplicación de legislaciones extranjeras que lesionan los derechos y garantías individuales de los ciudadanos. 



	11-0219-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Segismundo Araya Zúñiga
	10-01-11
	AUMENTO DE PENA EN CONCURSO IDEAL

- Artículo 75 del Código Penal. 

La norma impugnada señala que para el concurso ideal, el Juez aplicará la pena correspondiente al delito más grave y aún podrá aumentarla.  El  recurrente considera que no se regulan expresamente el límite ni los parámetros de la pena, dentro de la cual el juez puede ejercer la facultad de aumentar la pena en la sentencia, cuando se presentan los delitos de manera ideal. 



	11-0238-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Guillermo Sanabria Ramírez

Cámara de Patentados de Costa Rica


	11-01-11
	INSTALACIÓN DE MÁQUINAS DE JUEGOS

-Artículos 27 y 28 de la Ley Protección de los niños, las niñas y las personas adolescentes contra la Ludopatía, número 8767 del 01 de octubre del 2009.

Las normas prohíben la instalación y el funcionamiento de máquinas de juegos, juegos de video o juegos de habilidad y destreza, tanto electrónicos como virtuales, en establecimientos comerciales que no sean para este tipo de juegos. Asimismo, estas máquinas deberán indicar el contenido de violencia y señalar, expresamente, la población apta para jugarlos. Se solicita que se interprete que estas normas no son aplicables en establecimientos en donde se venda exclusivamente licor. 


	11-0329-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Álvaro Sáenz Saborío

Asociación Cámara Nacional de Agricultura y Agroindustria


	12-01-11
	CONFORMACIÓN DE ORGANOS DIRECTIVOS DE LAS ASOCIACIONES

-Artículo 10 de la Ley de Asociaciones. No. 218 del 08 de agosto de 1939, reformada por ley 8901, publicada en La Gaceta No. 251 del 27-12-10. 

La norma señala que son órganos esenciales de la asociación: El organismo directivo cuyo nombre se establecerá en los estatutos, se integrará con un mínimo de cinco personas y deberá garantizar la representación paritaria de ambos sexos, entre ellos se nombrarán personas para la presidencia, la secretaría y la tesorería; todas ellas mayores de edad. En toda nómina u órgano impar la diferencia entre el total de hombres y mujeres no podrá ser superior a uno, la fiscalía, ocupada por una persona mayor de edad, y la Asamblea o Junta General. Se acusa que la exigencia de paridad de géneros, limita en gran medida la operación de las Asociaciones, por inopia de hombres o de mujeres. Además, se considera una intromisión del Estado en la esfera privada de las Asociaciones. 


	11-0497-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Julieta Murillo Bolaños
	17-01-11
	OMISIÓN DE IMPUGNAR PARTES DE TRANSITO EN VIA JUDICIAL

-Artículos 115 y 131 inciso e) de la Ley de Tránsito

Considera la accionante que la omisión del procedimiento judicial de impugnación de partes de tránsito, hace que exista una violación al debido proceso. 



	11-0499-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jhoel Rodón  Portieles
	17-01-11
	OBLIGACION DE QUE LOS VEHICULOS TENGAN EL VOLANTE A LA IZQUIERDA

- Artículo 32 inciso 1) apartado c) de la Ley de Tránsito. 

La norma señala que todos los vehículos deberán cumplir, obligatoriamente, entre otros requisitos, con tener ubicado el volante de conducción o dirección al lado izquierdo. Acusa el recurrente que para la inscripción y circulación del vehículo no exige este  requisito.  


	11-0538-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alamar Jesús Alpízar Torres
	18-01-11
	OBLIGACION DE QUE LOS VEHICULOS TENGAN EL VOLANTE A LA IZQUIERDA
-Artículo 32 inciso c) y 134 inciso c) de la Ley de Tránsito. 

Las normas señalan que los vehículos deben tener ubicado el volante de conducción o dirección al lado izquierdo y que el conductor  que incumpla cualquiera de las disposiciones, generales y especiales, se le impondrá una multa del 30% de un salario base mensual, correspondiente al “Auxiliar administrativo 1”



	11-0714-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Yasmín Herrera Mahomar
	21-01-11
	REGLAMENTO ORGANICO DE LA JUNTA DE PROTECCIÓN SOCIAL

-Decreto Ejecutivo número 33436-MP-MTSS. Reglamento Orgánico de la Junta de Protección Social de San José. Publicado en La Gaceta número 227 del 27-11-2006.

Se acusa que el Decreto impugnado no fue emitido por el superior jerárquico de la Junta de Protección Social y que con su dictado, el Poder Ejecutivo lesionó la autonomía administrativa de la institución. 



	11-738-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	María Gisela Ortiz Rivera
	21-01-11
	CONVENCIÓN COLECTIVA DEL INS
-Artículo 160 de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros. 

La norma señala que en casos de incapacidad por mucho tiempo “tanto el Instituto como el trabajador podrán  ponerle término al contrato de trabajo sin justa causa”



	11-0806-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Manuel H. Rodríguez Peyton

Unión Costarricense de Cámaras y Asociaciones
	24-01-11
	INTEGRACION PARITARIA DE DIRECTIVAS DE HOMBRES Y MUJERES

-Ley de Porcentaje Mínimo de Mujeres, que deben integrar las directivas de Asociaciones, Sindicatos y Asociaciones Solidaristas. No. 8901. Publicada en La Gaceta No. 201 del 27-12-10

La norma señala que se debe garantizar la representación paritaria de ambos sexos, e indica que en toda nomina u órgano impar, la diferencia entre hombres y mujeres no podrá ser menor a uno. 



	11-0808-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ana Patricia Guillén Campos
	24-01-11
	SUSPENSIÓN DE ABOGADOS SUJETOS A UN PROCESO PENAL

- Artículo 11 inciso 1 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados. 

La norma señala que los abogados deberán ser suspendidos, cuando se dicte contra ellos un auto firme de elevación a juicio, por un delito doloso que merezca prisión por más de 3 años. El procedimiento será fijado por la Asamblea General del Colegio. 



	11-0851-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Daniel Pérez Umaña

Financiera DESYFIN S.A.
	25-01-11
	MEDIOS Y FORMAS DE RENDICIÓN DE GARANTÍAS

-Artículo 42 del Reglamento a la  Ley de Contratación Administrativa. No. 334112

La norma señala que las garantías, tanto de participación como de cumplimiento, podrán rendirse mediante depósito de bono de garantía de instituciones aseguradoras reconocidas en el país, o de uno de los Bancos del Sistema Bancario Nacional o el Banco Popular y de Desarrollo Comunal; certificados de depósito a plazo, bonos del Estado o de sus instituciones, cheques certificados o de gerencia de un banco del Sistema Bancario Nacional; dinero en efectivo mediante depósito a la orden de un Banco del mismo sistema o bien, por medios electrónicos, en aquellos casos en que la entidad licitante expresamente lo autorice. El accionante considera que la norma discrimina a las entidades financieras no bancarias, en relación con la rendición de  garantías.



	11-0859-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Edwin Duartes Delgado
	26-01-11
	JURISPRUDENCIA SOBRE LAS CAUSAS DE EXCLUSIÓN DEL ABOGADO DEL PROCESO PENAL

-Jurisprudencia del Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José y del  Juzgado Penal de Osa, en el sentido de que se le nombra al imputado otro defensor, cuando su abogado personal, por múltiples ocupaciones no puede asistir al juicio, pues el abogado debe ajustarse el tiempo del Tribunal y no el Tribunal al tiempo del abogado. 

Dicho criterio indica que se sostuvo en los expedientes 09-200692-454-PE y 09-202154-454-PE del Juzgado Penal de Osa, que había sido sostenido por el Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial, mediante resolución 742-2009. Se alega que viola el derecho de defensa, el principio de legalidad, derecho de trabajo. 



	11-0866-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Humberto Moreira González
	26-01-11
	APLICACIÓN DE LA REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO

-Artículo 30 inciso j) apartado segundo del Código Procesal Penal.

La norma señala que se extingue la acción penal si se da la reparación integral a entera satisfacción de la víctima. Esta causal procede siempre que, durante los cinco años anteriores, el imputado no se haya beneficiado con esta medida ni con la suspensión del proceso a prueba o la conciliación. 


	11-0926-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Harry James Zurcher Blen
	27-01-11
	INCOMPATIBILIDADES DE PUESTOS PUBLICOS CON LA INTEGRACION DE CARGOS EN JUNTAS DIRECTIVAS

-Artículo 18 de la Ley 8422. Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública. Ley número 8422 del 6-10-2004. Publicado en La Gaceta 212 del 29-10-04.

La norma señala que el Presidente de la República, los vicepresidentes, diputados, magistrados propietarios del Poder Judicial y del Tribunal Supremo de Elecciones, los ministros, el contralor y el subcontralor generales de la República, el defensor y el defensor adjunto de los habitantes, el procurador general y el procurador general adjunto de la República, el regulador general de la República, los viceministros, los oficiales mayores, los miembros de junta directiva, los presidentes ejecutivos, los gerentes y subgerentes, los directores y subdirectores ejecutivos, los jefes de proveeduría, los auditores y subauditores internos de la Administración Pública y de las empresas públicas, así como los alcaldes municipales, no podrán ocupar simultáneamente cargos en juntas directivas; tampoco podrán figurar registralmente como representantes o apoderados de empresas privadas, ni tampoco participar en su capital accionario, personalmente o por medio de otra persona jurídica, cuando tales empresas presten servicios a instituciones o a empresas públicas que, por la naturaleza de su actividad comercial, compitan con ella.  


	11-0930-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Erick Eliécer Espinoza Ortíz
	27-01-11
	PRISIÓN PREVENTIVA PROCESOS DE EXTRADICIÓN

-Artículos 1, 9 inciso b) de la Ley de Extradición

Las normas impugnadas no le dan oportunidad al extraditable de impugnar la prisión preventiva, aún cuando el plazo que se da en el artículo 9 es de dos meses. 



	11-0960-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Antonio Agüero Morales
	27-01-11
	CASACIÓN EN MATERIAL NOTARIAL

-Artículo 158 del Código Notarial

La norma impugnada restringe la posibilidades Recurso de Casación contra lo resuelto por el  Tribunal de Notariado, únicamente en los casos en que “hubiere mediado pretensión resarcitoria” y “cuando la cuantía del asunto lo permita”, impidiendo así la interposición del recurso en el resto de los casos, ya sea porque no haya pretensión resarcitoria o porque la cuantía no lo permite. De igual forma en cuanto limita la competencia del tribunal de casación únicamente a lo pecuniario. 



	11-0884-0007-CO

Consulta Judicial


	Juzgado de Familia, Civil, Laboral de Puriscal
	27-01-11
	REGIMEN PATRIMONIAL DE LA UNIÓN DE HECHO IRREGULAR

-Acceso a bienes gananciales durante una unión de hecho irregular, donde uno de los cónyuges esté casado legalmente, pero en una separación de hecho. Solicita que se conceda un plazo a la Asamblea Legislativa para que se regule esta institución.



	11-1077-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jaime Gutiérrez Góngora
	31-01-11
	OMISIÓN DEL PODER EJECUTIVO DE DEFENDER POR LA FUERZA ISLA CALERO

- Se acusa que a pesar de que el artículo 140 inciso 16)  señala que es deber del Poder Ejecutivo “16) Disponer de la fuerza pública para preservar el orden, defensa y seguridad del país”, no se ha hecho nada por defender por la fuerza el territorio de isla Calero.  


	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	10-015484-0007-CO

Voto 2011-000206
	12-01-11
	A las quince horas con veintiocho minutos. Consulta Legislativa. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al Proyecto de  "APROBACIÓN DE LA ADHESIÓN A LA CONVENCIÓN PARA LA ELIMINACIÓN DEL REQUISITO DE LEGALIZACIÓN PARA LOS DOCUMENTOS PÚBLICOS EXTRANJEROS", expediente legislativo número 17.718. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de «APROBACIÓN DE LA ADHESIÓN A LA CONVENCIÓN PARA LA ELIMINACIÓN DEL REQUISITO DE LEGALIZACIÓN PARA LOS DOCUMENTOS PÚBLICOS EXTRANJEROS»,  que se tramita en el expediente legislativo número 17.718, no resulta inconstitucional.-

	09-016240-0007-CO

Voto 2011-000223
	12-01-11
	A las quince horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Emilio Arana Puente en contra de la Modificación al Reglamento de Patentes de la Municipalidad de Heredia. Publicado en la Gaceta No. 47 del 07 de marzo del 2000. Se rechaza de plano la acción.-

	10-017694-0007-CO

Voto 2011-000234
	14-01-11
	A las ocho horas con cuarenta y nueve minutos. Consulta Legislativa. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al Proyecto de “Tratado entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de la República de Panamá sobre extradición”, expediente legislativo número 14840. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de aprobación del Tratado entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de la República de Panamá sobre extradición, tramitado en el expediente legislativo N° 14840, no resulta inconstitucional. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa. -

	10-015339-0007-CO

Voto 2011-000235
	14-01-11
	A las ocho horas con cincuenta minutos. Consulta Legislativa. Luis Gerardo Villanueva Monge, en su calidad de Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente al Proyecto de Acuerdo Legislativo para la “Aprobación de la  Convención Interamericana sobre Transparencia en las Adquisiciones de Armas Convencionales”, expediente legislativo número 17.403. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de “Aprobación de la  Convención Interamericana sobre Transparencia en las Adquisiciones de Armas Convencionales”, que se tramita en el expediente legislativo número  expediente legislativo número 17.403., no resulta inconstitucional.-

	10-004352-0007-CO

Voto 2011-000407
	14-01-11
	A las once horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Calvo Distribución El Salvador Sociedad Anónima de Capital Variable en contra del Artículo 10 bis de la Ley de Protección al Representante de Casas Extranjeras No. 6209 del 09-03-1978, adicionado por la Ley No. 8629 del 30-11-2007. Se declara sin lugar la acción.-

	10-004035-0007-CO

Voto 2011-000415
	14-01-11
	A las once horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Yashin Castrillo Fernández en contra del Artículo 10 del Reglamento de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social. Resolución número 003-229-10 del 09-03-2010 de la Caja Costarricense de Seguro Social. No ha lugar a la gestión formulada.-

	10-011503-0007-CO

Voto 2011-000434
	18-01-11
	A las catorce horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Renta de Automóviles El Indio Sociedad Anónima en contra del Artículo 188 inciso b) y 7 de la Ley General de Tránsito. No. 7331 del 22-04-1993 y la número 8696 del 16-12-2008. Se rechaza de plano la acción.-

	10-017284-0007-CO

Voto 2011-000892
	25-01-11
	A las quince horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Luis Fernando Muñoz Aguilar en contra de Varias interpretaciones que se hacen de los artículos 1, 2, 4, 7, 8 de la Ley de Pensiones Alimentarias que lesionan los artículos 37, 38, 39, 40 y 41 de la Constitución Política. Se deniega trámite a la acción.-

	10-017012-0007-CO

Voto 2011-000905
	26-01-11
	A las catorce horas con treinta minutos. Consulta Legislativa. Adonay Enríquez Guevara, Damaris Quintana Porras, Danilo Cubero Corrales, Ernesto Chavarría Ruíz, Jorge Alberto Angulo Mora, José Roberto Rodríguez Quesada, Justo Orozco Álvarez, María de los Ángeles Alfaro Murillo, Mireya Zamora Alvarado, Víctor Víquez, Walter Céspedes Salazar en lo referente al Proyecto de Reforma y adición de los artículos 22 y 25 de la Ley 8589 Penalización de la Violencia contra las mujeres. Expediente legislativo número 17499. Se evacua la consulta en el sentido de que el artículo 25 del proyecto de ley proyecto de ley "Reforma y adición de los artículos 22 y 25 de la Ley número 8589, penalización de la violencia contra las mujeres", expediente legislativo número 17.499, no presenta los vicios de fondo señalados por los consultantes. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto y rechazada de plano la consulta. Asimismo, salva el voto por estimar que el artículo consultado sí vulnera los principios de razonabilidad y proporcionalidad.-

	10-017679-0007-CO

Voto 2011-000983
	26-01-11
	A las quince horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación de Abogados de la Zona Sur, Luis Alberto Canales Cortés en contra de la sentencia número 2009-0742 del Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José y las interpretaciones que ha hecho el Juzgado Penal de Osa en los expedientes 09-200692-454-PE, 09-202154-454-PE y el Juzgado Penal de Hacienda y de la Función Pública del Segundo Circuito Judicial de San José en el expediente 07-200185-456-PE. Archívese el expediente.-

	10-017684-0007-CO

Voto 2011-000984
	26-01-11
	A las quince horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Patricia Araya Barboza en contra de los artículos 152 y 153 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. Se rechaza de plano la acción.-

	10-017435-0007-CO

Voto 2011-000985
	26-01-11
	A las quince horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Douglas Alberto Bolaños Villalobos en contra de la omisión del Gobierno de la República de  pedir ayuda a tropas militares extranjeras por medio de la Organización de Estados Americanos, con base en el Tratado de Asistencia Recíproca (TIAR) para responder a la incursión militar de Nicaragua en el territorio nacional. Se rechaza de plano la acción.-

	10-014456-0007-CO

Voto 2011-000986
	26-01-11
	A las quince horas con cincuenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. María Elena Odio Tamayo en contra del  INCISO D) DEL ARTÍCULO 20 DEL REGLAMENTO DE SEGURO DE INVALIDEZ, VEJEZ Y MUERTE DE LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL. Se rechaza de plano la acción.-

	10-015624-0007-CO

Voto 2011-000987
	26-01-11
	A las quince horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Mario Rodríguez Vargas en contra de LOS ARTÍCULOS 100 Y 100 BIS DE LA LEY DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA. Se rechaza de plano la acción.-

	11-000042-0007-CO

Voto 2011-000988
	26-01-11
	A las quince horas con cincuenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Fabio Flores Rojas en contra del Decreto Ejecutivo número 36320-MP-MTSS del diez de diciembre del dos mil diez, que es “Reforma al Reglamento del Estatuto de Servicio Civil”. Se rechaza de plano la acción.-

	10-017429-0007-CO

Voto 2011-000989
	26-01-11
	A las quince horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  Luis Alberto Rodríguez Espinoza, Walter Daniel Alvarado Muñoz en contra del artículo 161 inciso 1) del Código Penal. Se rechaza por el fondo la acción.-

	10-015182-0007-CO

Voto 2011-000990 
	26-01-11
	A las quince horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Danilo Chaverri Barrantes en contra Del párrafo segundo del artículo 58 del código procesal penal. Se rechaza por el fondo la acción.-

	10-015525-0007-CO

Voto 2011-000991
	26-01-11
	A las quince horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Euromodos, Sociedad Anónima en contra DEL DECRETO EJECUTIVO NO. 22085-H-MEIC DE 12 DE MARZO DE 1993. Se rechaza por el fondo la acción.-

	10-017191-0007-CO

Voto 2011-000992
	26-01-11
	A las quince horas con cincuenta y siete minutos. Consulta Legislativa. Diputados José María Villalta Florez-Estrada, Walter Céspedes S., Rodolfo Sotomayor A., José Joaquín Porras, Víctor Emilio Granados, Justo Orozco Álvarez, Martín Monestel Contreras, Carmen Muñoz Q., Claudio Monge, Carmen Granados Fernández, Jorge Gamboa C. y Gustavo Arias Navarro en lo referente al Proyecto de Ley de “Reforma a varios artículos del Código Penal y adición de una nueva sección VIII denominada "Delitos informáticos y conexos" al título VII del Código Penal”, expediente legislativo número 17.613. Se evacua la consulta en el sentido que el proyecto de Ley de "Reforma a varios artículos del Código Penal y adición de una nueva sección VIII denominada "Delitos informáticos y conexos" al título VII del Código Penal", que se tramita en el expediente legislativo número 17.613 es inconstitucional, en cuanto al procedimiento, por haberse infringido el principio de conexidad. El Magistrado Armijo salva el voto en relación con la mayoría necesaria para la aprobación del texto en primer debate.-

	10-013066-0007-CO

Voto 2011-000993
	26-01-11
	A las quince horas con cincuenta y ocho minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juez Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur en lo referente al expediente número 10-013066-0007-CO que es causa seguida contra Jimmy Gerardo Garro Chaves, por el delito de conducción temeraria. Se suspende el trámite de esta consulta, hasta tanto no sean resueltas las acciones de inconstitucionalidad acumuladas y tramitadas en esta Sala con el número de expediente 10-012026-0007-CO.-

	09-014691-0007-CO

Voto 2011-001204
	28-01-11
	A las doce horas. Acción de Inconstitucionalidad. Ricardo Dobles Badilla en contra del Artículo 11 inciso a) de la Ley No. 2248. Ley de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional. Modificado por Ley No. 7268. Se corrige el error material contenido en la resolución 13704 de las catorce horas treinta y cinco minutos del dieciocho de agosto de dos mil diez,  en el sentido de que el número correcto de resolución es 2010-13704  y no el que por error se plasmó.- Notífiquese a las partes esta resolución y la sentencia antes citada.-


	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	10-15880-007-CO
	Allan Hidalgo Solís y otros contra el artículo 242 de la Ley General de Aduanas,  número 7557 del veinte de octubre de mil novecientos noventa y cinco.- 

Resolución de las 15:41 horas del 07 de diciembre del 2010
Boletín judicial 012, 013, 014 del 18, 19 y 20 de enero del 2011.
	SANCIONES ADUANERAS

Los accionantes refieren que si bien es cierto este Tribunal ya se pronunció sobre la constitucionalidad de dicha norma en la sentencia 2010-5891, esgrimen que los argumentos actuales de su acción resultan totalmente diferentes a los utilizados en el aquél entonces; en ese sentido centran su alegato en el contenido del fallo número 1998-5944, en el cual esta Sala declaró la inconstitucionalidad del artículo 796 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios en su redacción producto de la Ley de Justicia Tributaria de 1995, disposición normativa que establecía una multa de seis salarios base por el atraso en la presentación de la declaración, en ese orden indican los actores:“ El caso base presentado ante los Señores Magistrados era bastante elocuente: una persona con actividad lucrativa se atrasa un día en la presentación de la declaración. Liquidaba un impuesto de 1.557,50 colones. Se le abrió un procedimiento para aplicarle una sanción de 442.000,00 colones. Se alegó ante la Sala que ésta es una pena confiscatoria, irrazonable, desproporcionada y atentatoria contra el principio de igualdad y el derecho de propiedad”. (cfr. 17). (Lo resaltado pertenece al texto de origen). Narran los accionantes que en el caso concreto, la norma impugnada establece una infracción tributaria aduanera, al estipular una pena que equivale al valor aduanero de las mercancías, en virtud de toda acción u omisión que signifique un menoscabo al régimen jurídico aduanero que provoque un perjuicio fiscal superior a cien pesos centroamericanos y que no constituya delito ni infracción administrativa sancionable con suspensión del auxiliar de la función pública aduanera, por tal razón consideran la infracción de los principios constitucionales de razonabilidad, proporcionalidad, confiscatoriedad, igualdad y del derecho fundamental al trabajo, al no precisar la disposición normativa impugnada  el daño fiscal efectivo ni la capacidad económica del agente. 

	10-15565-007-CO
	Juan Carlos Castro Loría, en su condición de apoderado especial judicial de la empresa GLOBAL PHARMED INT. SOCIEDAD ANÓNIMA y ANA PATRICIA CUBERO SUBIRÓS, en su condición de apoderada generalísima sin límite de suma de esa misma entidad, contra el Transitorio Único de la Ley N.8701 del 13 de enero del 2009. 

Resolución de 16:25 horas del 07 de diciembre del 2010
Boletín judicial 012, 013, 014 del 18, 19 y 20 de enero del 2011.

	APLICACIÓN DE LA LEY DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA

La norma se impugna en cuanto, alegan los accionantes, lesiona el principio de irretroactividad de la ley, pues faculta a la Administración a aplicar las disposiciones de la reforma parcial de la Ley de la Contratación Administrativa N.7494, efectuada por Ley 8701, a todos los procedimientos sancionatorios en trámite, incluso aquellos que surgieron cuando no estaba vigente la normativa. Además, la disposición lesiona el principio de reserva de ley, que no sólo implica el precepto de que la regulación de los derechos fundamentales deba ser por ley formal, sino que ésta debe cumplir su objetivo de proporcionar seguridad jurídica, impidiendo al legislador establecer una regla de habilitación para que pueda intervenir en todo ámbito en forma abierta. La apertura del legislador en la norma cuestionada, que permite que se retrotraigan sus efectos a hechos acaecidos cuando la norma no había surgido a la vida jurídica, es inconstitucional por infracción de los referidos principios constitucionales. El Transitorio Único impugnado permitió a la administración aplicar a su representada el artículo 100 bis; y, aunque la sanción de inhabilitación se impuso cuando ya estaba vigente la reforma, los hechos ocurrieron antes de ésta, por lo que no es válido constitucionalmente aplicar en forma retroactiva aquella normativa, en perjuicio de una situación provechosa que esperaba su representada: que se aplicara únicamente el artículo 100 inciso d) de la Ley N.7494 de 2 de mayo de 1995, que no contiene ninguna disposición sobre si dicho alcance es para la administración activa que sanciona o bien para toda la Administración. 



	10-11964-007-CO
	Alexandra Loría Beeche en su condición de apoderada especial judicial de Joyce Zurcher Blen contra los artículos 25 párrafo 3 inciso c) y 54 párrafo 5 del Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Contraloría General de la República,  el artículo 18 de la "Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública" Ley N.8422 del 6 de octubre del 2004 y el artículo 95 de la Ley de la Contratación Administrativa, N.7494 del 8 de junio de 1995.-

Resolución de las 11:32 horas del 10 de diciembre del 2010
Boletín judicial 012, 013, 014 del 18, 19 y 20 de enero del 2011.

	SANCIONES POR VIOLACIONES A LA LEY CONTRA LA CORRUPCIÓN

a) Sobre la inconstitucionalidad del  artículo 25 párrafo 3 inciso c) del Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Contraloría General de la República, alega que es contrario al principio de reserva de ley, por cuanto no existe norma legal que permita a la Contraloría General de la República anotar bienes para garantizar el resultado de un proceso, sin realizar previamente el respectivo depósito de garantía que establece la ley. El principio de reserva legal es garante de los derechos fundamentales como la propiedad privada, y en este caso no existe ninguna norma aprobada por el legislador ordinario que autorice la norma reglamentaria que se impugna, por lo que el artículo 25 párrafo 3 inciso c) del Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Contraloría General de la República es inconstitucional. b) Sobre la inconstitucionalidad del artículo 54 párrafo 5 del Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Contraloría General de la República, señala que lesiona también el principio de reserva legal, pues autoriza vía reglamentaria que un órgano inferior, en caso de apelación, omita cumplir su obligación de emplazar a las partes para que comparezcan ante el superior, en abierta violación al artículo 349 de la Ley General de la Administración Pública, según el cual, cuando se interpone un recurso de apelación el órgano inferior debe limitarse a otorgar ese emplazamiento. Lo anterior, cercena a juicio del accionante, el derecho a una audiencia efectiva, en la que las partes puedan expresar el fundamento de su recurso ante el superior, impidiendo el ejercicio del derecho de audiencia y defensa. Una norma procesal creada por reglamento no puede ser contraria a una ley de la República, en virtud de que la materia procesal forma parte del debido proceso y al tratarse de derechos fundamentales, sólo pueden ser regulados por ley. c) Sobre la inconstitucionalidad del artículo 18 de la Ley 8422. Sostiene que la norma viola el derecho de propiedad, la libertad de empresa, los principios de razonabilidad y proporcionalidad y los derechos políticos consagrados en el artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En primer término, porque no resulta razonable dar un trato igual a sujetos que se encuentran en situaciones jurídicas desiguales, y la norma da el mismo tratamiento a miembros de los supremos poderes que a los alcaldes, oficiales mayores o miembros de  Juntas Directivas. Además es irracional obligar a las personas que quieren servir al país en los cargos señalados por la norma impugnada a renunciar a su patrimonio (capital accionario) o a un cargo en la Junta Directiva, Gerencial, o de representación legal de una empresa en la que tenga intereses económicos; solicitar esa renuncia no es acorde con el motivo y fin que persigue la ley 8422: prevenir, sancionar o erradicar la corrupción, pues la norma impugnada alienta a los funcionarios a hacer modificaciones registrales a favor de una persona de su confianza, simulando cumplir la ley 8422, cuando de hecho continúan teniendo intereses por medio de una persona testaferro. Considera que no existe proporcionalidad y razonabilidad entre la medida adoptada y el fin perseguido por la norma, por lo que la misma resulta inconstitucional. Asimismo, el artículo 18 de la Ley 8422 viola el artículo 23 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, pues para aspirar a un cargo la persona debe renunciar a parte de su patrimonio cuando éste sea capital accionario, a ser directivo, apoderado, o representante legal de una empresa. Así, se limita el acceso al cargo en razón de las condiciones socioeconómicas del ciudadano y por ser propietario del capital social de una empresa privada. d) Sobre la impugnación del artículo 95 de la Ley de la Contratación Administrativa. La norma viola el principio de culpabilidad, y los principios de razonabilidad y proporcionalidad, pues establece una responsabilidad de carácter objetivo al funcionario público sin considerar el daño causado o si hubo buena fe. Existe responsabilidad independientemente de la existencia de culpa del funcionario, lo que resulta irrazonable y desproporcionado. 

	10-017292-007-CO
	Arturo Montero Calderón contra la jurisprudencia de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, referente a la interpretación del artículo 20 del Código Procesal Penal, vertida en las sentencias número 2005-00513, 2007-00538, 2008-00955 y 2009-00780.- 

Resolución de las 13:07 horas del 15 de diciembre del 2010

Boletín judicial 012, 013, 014 del 18, 19 y 20 de enero del 2011.

	JURISPRUDENCIA DE LA SALA TERCERA SOBRE LA CONVERSIÓN DE LA ACCIÓN PENAL PÚBLICA EN PRIVADA

La jurisprudencia impugnada se  impugna en cuanto avala la sustitución por parte de los tribunales penales del procedimiento ordinario por el procedimiento para delitos de acción privada, sin norma expresa que lo autorice en los casos de conversión de la acción pública en privada. El accionante la estima contraria a los derechos de defensa, tutela judicial efectiva, contradictorio, debido proceso y principio de igualdad, previstos en la Constitución Política y en la Convención Americana de Derechos Humanos. 

	10-017061-007-CO
	Jorge Alberto Chavarría Guzmán, en su condición  Fiscal General de la República contra los artículos 20 y 21 de la Ley de Control de Ganado Bovino, Prevención y Sanción de su Robo, Hurto y Receptación, número 8799 del diecisiete de abril del dos mil diez.

Resolución de las 10:31 horas del 15 de diciembre del 2010
Boletín judicial 012, 013, 014 del 18, 19 y 20 de enero del 2011.

	SANCIONES POR HURTO Y MOVILIZACIÓN DE GANADO

Refiere que la conducta descrita en el artículo 20 es totalmente indeterminada o ambigua, al omitirse parámetros objetivos, que permitan al juzgador determinar en qué casos se encuentra frente a un hecho prohibido por la norma y en qué casos no lo está. Obsérvese en primer término, que lejos de utilizarse verbos definitorios claros y precisos, como los utilizados en las diversas figuras de hurto, contempladas en la legislación penal, se utiliza simplemente el “nomen iuris” con la pretensión de describir una conducta humana. El legislador prefiere el uso del título o nombre jurídico, antes que el verbo definitorio “apoderamiento ilegítimo”, que configura el tipo base del delito de hurto simple, previsto y sancionado en el artículo 208 del Código Penal. El legislador parte de la premisa de que todos los ciudadanos entenderán cuál es la acción humana que configura el tipo cuestionado, soslayando expresar con precisión y claridad, el verbo definitorio de la acción o conducta humana, que se pretende reprimir. Al quedar esta imprecisión y ambigüedad al libre arbitrio o interpretación subjetiva del juzgador, se violenta la función del tipo penal de garantía, en la medida en que se enerva la posibilidad de limitar al poder estatal para sancionar las conductas y se frustra la garantía del ciudadano, de saber previamente y con certeza, cuál es la conducta prohibida y cuáles son las consecuencias de su infracción.  En cuanto al artículo 21, señala que la conducta descrita es indeterminada, ambigua y muy general, omitiéndose los parámetros objetivos necesarios, que faciliten al juzgador determinar en qué casos la movilización de ganado se realiza de manera dolosa y en cuáles casos no se da. Desdeñándose el uso de verbos definitorios claros y precisos, se recurre a un concepto dogmático, como es el dolo, para la descripción de una conducta humana, quedando al arbitrio del juzgador, el límite y alcance de tal concepto. En tal sentido, existe total incertidumbre acerca de la naturaleza y contenido del dolo referido en el tipo cuestionado, es decir, se ignora si el legislador se refiere al concepto de dolo, correspondiente a la teoría del delito, o al que corresponde o otras teorías dogmáticas del resto de ramas del derecho, o bien, al que aparece en los diccionarios. El legislador incurre nuevamente en el yerro, de partir de una premisa falsa, a saber, todos los ciudadanos entenderán en qué consiste la movilización de ganado de manera dolosa. Por otro lado, surge la duda de si el dolo, está referido exclusivamente al conocimiento del origen o procedencia ilícita del ganado, o si está referido al conocimiento y voluntad de movilizar ganado sin contar con la guía oficial, lo que conduce a un problema adicional de hermenéutica. Además, no se sabe a ciencia cierta si el destinatario de la norma es cualquier ciudadano, incluido el legítimo dueño o titular del ganado, o si la misma, está dirigida específicamente a los que participan en el ciclo o dinámica del hurto o robo del ganado.  



	10-14803-007-CO
	Juan Rafael Espinoza Esquivel contra los artículos 7, 10 y 11 del Reglamento de Reincorporaciones de la Sociedad de Seguros de Vida del Magisterio Nacional, aprobado por la Junta Directiva de dicha entidad en las sesiones número 4050 y 4053 del 8 y 22 de febrero del año 2000

Resolución de las 11:07 horas del 20 de diciembre del 2010
Boletín judicial 013, 014, 015 del 19, 20 y 21 de enero del 2011.

	PERDIDA DE SEGURO MUTUAL POR FALTA DE PAGO DE TRES CUOTAS

El accionante alega que la Sociedad de Seguros de Vida del Magisterio Nacional es un organismo social con todas las ventajas que las leyes establecen para esta clase de asociaciones; se trata de un modelo de aseguramiento obligatorio, que debe asimilarse a los principios y normas que rigen los seguros sociales. Además, las facultades de la Junta Directiva de la Sociedad de Seguros de Vida del Magisterio Nacional, son  regladas y no pueden ser utilizadas en forma distinta ni contraria a lo dispuesto por el marco de derecho público que la regula. Por ello, cualquier pérdida de derechos para un afiliado al régimen, debe estar prevista en la ley, o tener al menos una regulación mínima legal, a efecto de que pueda ser desarrollada reglamentariamente. En el caso de las normas impugnadas, que tienen como efecto la pérdida de derechos de los afiliados al régimen, no están previstas ni en la Ley de Creación de la Sociedad, ni en su Reglamento General, y aparecen en un reglamento derivado, que no fue publicado en el Diario Oficial La Gaceta, lo que viola el principio de publicidad que exige la ley. Sostiene que la falta de publicación del Reglamento de Reincorporaciones constituye una violación del principio de legalidad, que consagra el artículo 11 de la Constitución Política. Asimismo, los artículos 10 y 11 del Reglamento de Reincorporaciones resultan contrarios al Código de Educación y al Reglamento General al Título II de dicho Código, donde si bien se previó la figura de la pérdida de derechos para quienes superaran tres meses de atraso en las cuotas, lo mismo que la figura de la reincorporación, no establecieron para que se diese dicha reincorporación ningún gravamen adicional al pago de las cuotas atrasadas y de una multa. Sin embargo, el Reglamento, en las normas impugnadas, introduce una diferenciación que ni la ley ni el Reglamento General establecieron, como la que se crea entre quienes tienen más de tres meses de atraso y quienes tienen más de seis meses. Establece un tratamiento confiscatorio de derechos para quienes tienen más de seis meses de atraso, que resulta violatorio del principio de legalidad, pues conforme al artículo 124 de la Ley General de la Administración Pública, ningún reglamento o disposición de alcance general puede establecer penas ni imponer exacciones, tasas, multas. Finalmente, el reglamento introduce normas jurídicas sin ningún parámetro de razonabilidad, pues da igual tratamiento confiscatorio de derechos para quienes han cotizado diez, veinte, treinta, cuarenta o más años, que para aquellos que acaban de entrar al régimen o llevan pocos años de pertenecer al mismo, por el plazo de disputabilidad. 

	10-15536-007-CO


	Elizabeth Fonseca Corrales y otros contra el artículo 5 inciso 8) del Reglamento a la Ley General de Telecomunicaciones, y la inercia  al no integrar el Consejo Sectorial de Telecomunicaciones.
Resolución de las 10:53 horas del 15 de diciembre del 2010

Boletín judicial 013, 014, 015 del 19, 20 y 21 de enero del 2011.

	OMISIÓN DE CREAR EL CONSEJO SECTORAL DE TELECOMUNICACIONES

Exponen los recurrentes que, la disposición normativa contenida en el reglamento “cede ante el transitorio legal” y estiman que el Presidente y su Ministro excedieron la facultad de sancionar y publicar las leyes, reglamentos y ejecutarlos, ante la intención de derogar tácitamente la norma expresa contenida en la ley. Informan los accionantes que resulta imperiosa la declaración de la inconstitucionalidad del artículo 5 inciso 8) del Reglamento a la Ley General de Telecomunicaciones, y se ordene al Poder Ejecutivo abstenerse de reincidir en la práctica de sobrepasar el mandato del legislador que, expresamente le ha ordenado integrar el Consejo Sectorial de Telecomunicaciones y finalmente solicitan que esta Sala ordene integrar el Consejo Sectorial de Telecomunicaciones. Fundamentan su alegato en que, la omisión del Ejecutivo produce una inconveniente concentración de funciones y que, el Ministerio de Ambiente y de Energía y Telecomunicaciones afecta el derecho fundamental a la transparencia en la administración de lo público. 

	10-8129-007-CO
	Guillermo Sanabria Ramírez contra el artículo 52 de la Ley de Protección de Procedimientos de Observancia de Derechos de Propiedad Intelectual y por conexidad el inciso f) del artículo 16 de la Ley de Derechos de Autor y Derechos Conexos. 

Resolución de las 10:44 horas del 20 de diciembre del 2010
Boletín judicial 013, 014, 015 del 19, 20 y 21 de enero del 2011.

	COBRO POR SINTONIZACIÓN DE MUSICA EN LOCALES COMERCIALES

Las normas se impugnan en cuanto facultan a organizaciones como ACAM y FONOTICA, para cobrar a los comerciantes por la sintonización de música que éstos hagan en sus negocios comerciales, pese a que las transmisiones al públicos por esos medios no son objeto de retribución económica, pues los propietarios de los negocios están sintonizando repertorios que ya están autorizados por los autores. Se alega que la norma impugnada contradice y concede posibles derechos patrimoniales mas allá de lo permitido, con la gravedad de establecer sanciones económicas y carcelarias que afectan los derechos fundamentales de los comerciantes.

	10-11951-007-CO
	Ana Gabriela Chinchilla Reyes y otros contra el artículo 20 inciso F) del Reglamento Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social.

Resolución de las 17:42 horas del 12 de enero del 2011
Boletín judicial 021, 022, 023 del 31 de enero, 01 y 02 de febrero del 2011.

	CAUSALES DE PÉRDIDA DE PENSIÓN DE HUERFANOS Y HERMANOS

La norma se impugna en cuanto establece como causa de terminación del beneficio de pensión por orfandad, la condición de asalariado o trabajador independiente del beneficiario. En ese sentido, se alega que la norma  discrimina entre servidores públicos y trabajadores del sector privado, dado que los primeros no tienen impedimento para recibir simultáneamente una pensión y un salario a cargo del  Estado. Asimismo, se estima que vulnera su derecho al trabajo, pues si cuenta con trabajo debe renunciar a su pensión. Además, la norma cercena su derecho a la pensión, pues el derecho a percibir una pensión proviene de las cotizaciones aportadas por el causante al régimen de seguridad social establecido por el artículo 73 de la Constitución Política.  Finalmente, se indica que la norma  atenta contra el principio de razonabilidad, ya que el monto que se  percibe por concepto de pensión es aproximadamente de un 30% del total de la pensión, por lo que la solución que pretende el ente asegurador es la más perjudicial a los derechos fundamentales, si se compara con el fin que se pretende alcanzar, como es la protección de las finanzas públicas. 


	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	NO. BOLETÍN


	FECHA
	VOTO

	013
	19 de enero del 2011
	Sentencia 2010-20964

Expediente 10-09929-0007-CO. A las dieciséis horas con veintisiete minutos. Consulta Judicial. Juzgado Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial de San José en lo referente a los Artículos 204, 204 bis y 304 del Código Procesal Penal. Se adiciona la parte dispositiva de la sentencia número 2010-17907 de las quince horas y siete minutos del veintisiete de octubre del dos mil diez, debiendo incluirse después de la palabra "familiares", la frase "En lo demás, se declara inevacuable la consulta formulada."-



	013
	19 de enero del 2011
	Sentencia 2010-17907

Expediente 10-09929-0007-CO. A las quince horas con siete minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial de San José en lo referente a los Artículos 204 y 304 del Código Procesal Penal. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el artículo 204 bis del Código Procesal Penal no es inconstitucional. Asimismo, se estima que el artículo 304 del Código Procesal Penal no resulta inconstitucional, siempre y cuando se interprete que a partir de la fase del debate únicamente procede la protección extraprocesal de la víctima o testigo, a fin de no lesionar el derecho de defensa y que dicha protección debe mantenerse, aún después de la firmeza del fallo, mientras resulte necesaria para la seguridad del testigo, perito, deponente o sus familiares. Notifíquese, publíquese en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.-




	5.      POR TANTOS PUBLICADOS


	NO. BOLETÍN
	FECHA
	VOTO

	013-014-015
	19-20-21 de enero del 2011
	Sentencia 2010-21258

Expediente 09-09306-0007-CO. A las catorce horas. Acción de Inconstitucionalidad. Gilberto Monge Pizarro en contra de la Reforma Integral Efectuada al Reglamento de Zonificación del Plan Regulador del Cantón de Mora. Únicamente en Relación con la Zona Protectora Cerros de Escazú. Se declara CON LUGAR la acción.  En consecuencia se anulan por inconstitucionales los artículos 4.3 y 10 del Reglamento de Zonificación del Plan Regulador de Mora, publicado en La Gaceta No. 173 del 10 de septiembre de 2001. En cuanto al artículo 13 del Reglamento de Zonificación de 1993, no resulta inconstitucional si después de su publicación en el Diario La Gaceta no se aplica a Áreas Silvestres Protegidas. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Sin embargo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada no afecta las construcciones plenamente terminadas o las iniciadas y que cuenten con las respectivas licencias de construcción comenzadas antes del primer aviso del 17 de agosto de 2009. Hasta tanto la Municipalidad y el Ministerio de Energía, Ambiente y Telecomunicaciones no hayan promulgado la respectiva normativa, únicamente se deben admitir trabajos de remodelación o mantenimiento sobre las áreas previamente construidas. Comuníquese este pronunciamiento al Poder Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto únicamente en cuanto al dimensionamiento de esta sentencia.-

 

	018-019-020
	26-27-28 de enero del 2011
	Sentencia 2011-00223

Expediente 09-16240-0007-CO. A las quince horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Emilio Arana Puente en contra de la Modificación al Reglamento de Patentes de la Municipalidad de Heredia. Publicado en la Gaceta No. 47 del 07 de marzo del 2000. Se rechaza de plano la acción.-
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AMBIENTE 

1029-11. AGUAS. DESCARGA DE AGUAS SERVIDAS EN LIMÓN. Manifiesta el recurrente que con ocasión del terremoto ocurrido en Limón en el año mil novecientos noventa y uno  se levantó la plataforma continental y grandes áreas del arrecife coralino quedaron expuestas a la superficie, lo que a su vez generó que algunos pobladores levantaran eedificaciones sobre dichas zonas. Indica que la situación denunciada se evidencia en la zona comprendida entre el Hospital Tony Facio y el denominado Balneario de Portete. Considera que dichas edificaciones afecta la belleza escénica de la playa y constituyen una afectación al medio ambiente, pues muchas de esas construcciones descargan sus aguas negras de manera directa al mar, sin ningún tratamiento previo. Asegura que la situación denunciada fue puesta en conocimiento de la Jefa del Departamento de Ingeniería de la Municipalidad de Limón y del Director del Instituto Geográfico Nacional, con el fin de que realizaran las acciones que fueran necesarias para la defensa del medio ambiente; no obstante, no ha logrado ningún resultado positivo. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se les ordena al Alcalde de la Municipalidad de Limón, y a la Ministra de Salud, disponer de inmediato las medidas requeridas para resolver en forma definitiva el problema de aguas servidas en la zona comprendida entre el Hospital Tony Facio y Portete. Asimismo se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Limón, que proceda de inmediato a ejecutar las acciones necesarias para ajustar las edificaciones de la zona, a la Ley sobre la Zona Marítimo Terrestre. En los demás extremos se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

1039-11. CONTAMINACIÓN SÓNICA. GENERADA POR FUNCIONAMIENTO HOTEL, BAR Y RESTAURANTE. Manifiestan  los recurrentes que son vecinos del Hotel y Rancho Tulipán, en Los Chiles de Alajuela.  Indican que interpusieron ante el Ministerio de Salud una denuncia por contaminación sónica en contra del establecimiento comercial denominado Hotel y Rancho Tulipán, en razón de la implementación de actividades de canto, karaoke, baile y otros eventos, en la comunidad que generan gran ruido y perturban la tranquilidad y paz de los vecinos. Alegan que de conformidad con la información suministrada por el Ministerio recurrido el Hotel no cuenta con los permisos correspondientes para la realización de actividades ruidosas, debido a que el permiso sanitario de funcionamiento se otorgó únicamente para la actividad de restaurante, bar y hospedaje.  Señalan que a pesar de sus denuncias, no ha existido una respuesta efectiva.  Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Director del Área Rectora de Salud Los Chiles y  al Director Regional del Ministerio de Salud Región Huetar Norte, que en el término improrrogable de ocho días, contado a partir de la notificación de esta resolución, realicen la medición de presión acústica en el Hotel, Bar, Restaurante y Discoteke Rancho Tulipán y comuniquen a los denunciantes sobre el resultado de la misma, asimismo llevar a cabo las acciones pertinentes con el negocio comercial denunciado, para que no se vuelvan a presentar los problemas aquí alegados. CL

ASAMBLEA LEGISLATIVA
206-11. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. CONVENIO PARA LA LEGALIZACIÓN DE DOCUMENTOS PÚBLICOS EXTRANJEROS. Consulta Legislativa. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al Proyecto de  "Aprobación de la Adhesión a la Convención para la Eliminación del Requisito de Legalización para los Documentos Públicos Extranjeros". Expediente legislativo número 17.718. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de «APROBACIÓN DE LA ADHESIÓN A LA CONVENCIÓN PARA LA ELIMINACIÓN DEL REQUISITO DE LEGALIZACIÓN PARA LOS DOCUMENTOS PÚBLICOS EXTRANJEROS»,  que se tramita en el expediente legislativo número 17.718, no resulta inconstitucional. Evacuada.
992-11.  PENAL. REFORMA AL CÓDIGO PENAL. Consulta Legislativa en lo referente al Proyecto de Ley de “Reforma a varios artículos del Código Penal y adición de una nueva sección VIII denominada "Delitos informáticos y conexos" al título VII del Código Penal”, expediente legislativo número 17.613. Se evacua la consulta en el sentido que el proyecto de Ley de "Reforma a varios artículos del Código Penal y adición de una nueva sección VIII denominada "Delitos informáticos y conexos" al título VII del Código Penal", que se tramita en el expediente legislativo número 17.613 es inconstitucional, en cuanto al procedimiento, por haberse infringido el principio de conexidad. El Magistrado Armijo salva el voto en relación con la mayoría necesaria para la aprobación del texto en primer debate. Evacuada.
905-11. LEY DE PENALIZACION. LEY DE PENALIZACIÓN DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES. Consulta Legislativa en lo referente al Proyecto de Reforma y adición de los artículos 22 y 25 de la Ley 8589 Penalización de la Violencia contra las mujeres. Expediente legislativo número 17499. Se evacua la consulta en el sentido de que el artículo 25 del proyecto de ley proyecto de ley "Reforma y adición de los artículos 22 y 25 de la Ley número 8589, penalización de la violencia contra las mujeres", expediente legislativo número 17.499, no presenta los vicios de fondo señalados por los consultantes. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto y rechazada de plano la consulta. Asimismo, salva el voto por estimar que el artículo consultado sí vulnera los principios de razonabilidad y proporcionalidad. Evacuada.
DERECHO A LA EDUCACIÓN

1049-11. EDUCACIÓN ESPECIAL. NIEGAN  APLICACIÓN DE ADECUACIÓN CURRICULAR. Manifiesta la recurrente que las autoridades educativas accionadas no le aplicaron a la menor amparada la adecuación curricular solicitada desde el dos mil nueve. Agrega, además, que a la fecha, las recurridas no le han informado nada respecto a las solicitudes presentadas. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Directora y al Encargo del Comité de Apoyo y Evaluación, ambos del Liceo de Purral, realizar los ajustes necesarios para que la amparada reciba la educación apropiada a su condición e informar de las medidas adoptadas a su representante. CL

1051-11. SANCIÓN. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO EN INSTITUCIÓN PRIVADA.  Refieren los recurrentes que su hija fue reportada como ausente a una clase del programa DARE, lo que la calificó como falta grave y le rebajaron cinco puntos en su nota de conducta. Estiman que esa medida es desproporcionada y con graves consecuencias académicas, por ser una materia que no se encuentra dentro del currículo.  Alegan que se ha violentado el debido proceso, al dejarla en total indefensión, ya que no se le dio oportunidad de ejercer el derecho de defensa. Se declara con lugar el recurso, únicamente, por violación a los derechos tutelados en los artículos 30 y 39 de la Constitución Política. Se anula el "Parte de Convivencia" del 22 de setiembre del 2010 y en consecuencia, las dos sanciones impuestas a la amparada.  Asimismo, se ordena al Gerente General del Colegio Internacional Sek-Costa Rica Sociedad Anónima, desbloquear en forma inmediata el acceso a la información académica de la menor amparada en la página web de esa institución educativa. Respecto a los demás extremos, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

657-11. CENTRO EDUCATIVO PRIVADO. NIEGAN ENTREGA DE NOTA.  Acusa el recurrente que el Centro educativo recurrido no reconoce que la matrícula de la menor se concretó en ese centro educativo en noviembre del año pasado, luego de haber cumplido con todos y cada uno de los requerimientos exigidos al efecto, pese que  el proceso de admisión y matrícula de la amparada fue ratificado posteriormente. Refiere que el centro educativo recurrido  se ha negado a entregar las notas del segundo trimestre del curso lectivo 2010  y  en su lugar comunicó el inicio del proceso interno a fin de anular el proceso de matrícula de la amparada realizado once meses atrás, sin considerar el hecho de que prácticamente el curso lectivo estaba concluido y que todos los estudiantes han realizado las pruebas de bachillerato a fin de ingresar a los diferentes centros universitarios, las cuales, evidentemente no pudo efectuar la amparada. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la asistente de Dirección y al Presidente -ambos del  Centro Educativo Cristiano Oasis de Esperanza que en el plazo de tres días siguientes a la comunicación de esta sentencia procedan a emitir la constancia de notas de undécimo año a nombre de la amparada del curso lectivo dos mil diez, en la que se indique que aun no ha aprobado el décimo año. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

DERECHO A LA SALUD

1030-11. PRONTA RESOLUCION. AUTORIDADES PUBLICAS NO INVESTIGAN ADECUADAMENTE RESPONSABILIDAD DE MEDICOS EN CASO DEL HOSPITAL DE LOS CHILES. La recurrente considera violados sus derechos fundamentales porque durante el parto gemelar que tuvo el 22 de mayo del 2007 se presentaron varias irregularidades, a saber: a) tuvo gemelos pero solamente le dieron uno indicándole que el otro había fallecido y no le permitieron ver al niño fallecido sino que lo enviaron para investigación a una universidad, b) le realizaron una esterilización sin su consentimiento, c) en el Registro Civil aparecen inscritos dos niños como si los dos gemelos estuvieran vivos por lo que sospecha le sustrajeron uno de sus hijos, máxime cuando posterior al parto los médicos que la atendieron le pidieron que les regalara al niño vivo. Todo lo anterior, con el agravante de que la denuncia que interpuso en julio del 2010 ante las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social no avanza. En este caso, procede la desestimatoria de este recurso, y sin perjuicio de las investigaciones que se están llevando a cabo, por no haberse probado los alegatos referidos a la disposición del cuerpo del supuesto niño fallecido, de la esterilización voluntaria sin consentimiento y de la supuesta sustracción de un menor. Sin embargo, procede la estimatoria de este recurso por violación al derecho de obtener justicia pronta y cumplida, de parte de las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social (por tardar tanto en una investigación preliminar), del Ministerio Público (por no hacer que avanzara la investigación a lo largo del año 2010) y del Registro Civil (por no haber realizado la investigación correspondiente con anterioridad), con las consecuencias que se detallan en la parte dispositiva de esta resolución. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso, en consecuencia se ordena a: A) al Director Médico de la Dirección de Red de Servicios de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social, al Director Regional de la Región Huetar Norte de la Caja Costarricense de Seguro Social, a la Gerente Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social, a los miembros del Órgano de Investigación Preliminar, que cada uno dentro del ámbito de sus competencias dispongan lo necesario para concluir la investigación preliminar dentro del plazo máximo de dos meses calendario desde la comunicación de esta resolución e informar de ello a la recurrente. Investigación donde además se debe determinar la existencia o no de responsabilidad de los doctores, médico internista de Hospital de Los Chiles, ginecólogo que labora en el Hospital de San Carlos, pediatra que labora en el Hospital Nacional de Niños. B) al Fiscal General de la República y al Fiscal Auxiliar de Los Chiles, que dentro del ámbito de sus competencias se disponga continuar la investigación de la denuncia de la recurrente para determinar, dentro del menor plazo posible si corresponde la imputación de hechos a algún o algunos imputados.  C) a la  Directora General del Registro Civil, que disponga lo necesario a efectos de que se concluya la investigación interna correspondiente sobre el caso que se plantea en este recurso dentro del plazo máximo de un mes calendario desde la comunicación de esta resolución y comunicar su resultado a la recurrente. CL

552-11. CONDICIONES DE SERVICIO. SE ORDENA A LA CCSS IMPLEMENTAR CAMBIOS EN EL SERVICIO DE REHABILITACIÓN CARDIACA. Manifiestan los recurrentes que padecen alguna cardiopatía y fueron referidos al CENARE para recibir de urgencia Rehabilitación Cardiaca, por cuanto sufrieron un evento cardiovascular que afectó de manera drástica su salud física, emocional y laboral. Explican que el tipo de rehabilitación al que fueron referidos disminuye la mortalidad hasta una tercera parte en el primer año. Alegan que debido a la falta de cardiólogos y a la falta de infraestructura se cerró el programa existente en CENARE por tiempo indefinido, lo cual violenta sus derechos fundamentales. Afirman que el espacio físico donde actualmente reciben tratamiento en un lugar demasiado pequeño y los pacientes sufren de hacinamiento cuando realizan los ejercicios. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta Ejecutiva de la Caja Costarricense del Seguro Social, que de inmediato adopte las medidas precisas dentro del ámbito de su competencia, para implementar los cambios organizacionales pertinentes, contratar el personal médico o auxiliar y adquirir los materiales y equipo técnico que sean requeridos por el Centro Nacional de Rehabilitación para brindar el servicio de rehabilitación cardiaca a los recurrentes así como a los pacientes que lo requieran, o en su defecto, propiciar las condiciones necesarias para que los pacientes sean trasladados a un lugar adecuado para recibir tal tratamiento o rehabilitación, por el todo el plazo que sea recomendado. CL

DERECHO DE PENSION
638-11. DOBLE REMUNERACIÓN. NIEGAN PENSIÓN POR VIUDEZ POR TENER INGRESOS PROPIOS. Indica la recurrente que la amparada presentó ante la Caja Costarricense de Seguro Social, una solicitud de pensión por viudez, en virtud del fallecimiento de su esposo. Menciona que se analizó el caso de la tutelada e hizo notar como obstáculo para otorgar el beneficio, el hecho que ésta cuenta con ingresos mensuales suficientes, para hacer frente a los gastos y mantener su condición de vida. Señala que no es necesario que el cónyuge supérstite dependa económicamente de forma total y absoluta de los ingresos del cónyuge fallecido, parámetro que, según su criterio, fue irrespetado en las resoluciones cuestionadas por parte de las autoridades recurridas. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se anulan las resoluciones Nos. 900590692-2009 de 9 de noviembre de 2009 del Área de Gestión de Pensiones de Invalidez, Vejez y Muerte  y 17894 de las 10:45 horas de 8 de junio de 2010 de la Gerencia de Pensiones, ambas de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se le ordena al Jefe a.i. del Área de Gestión de Pensiones del Régimen de Invalidez Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social, resolver, inmediatamente, la solicitud de pensión de viudez planteada por la recurrente de conformidad con lo resuelto por este Tribunal Constitucional en el Voto No. 2010-004808 de las 14:52 horas de 10 de marzo de 2010. CL

DERECHO DE TRABAJO
1081-11. SANCION. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO. El recurrente estimó transgredido el derecho al debido proceso de sus representados, pues, en su criterio, la resolución del Tribunal de la Inspección Judicial que declaró con lugar la queja seguida contra los amparados, no solo carece de la debida fundamentación, sino que es incongruente, desproporcionada e irrazonable. Aunado a lo anterior, no el Consejo Superior confirmó la sanción y estima que la resolución emitida no es coherente. Señala la Sala que en este caso, consta que las resoluciones impugnadas se encuentran debidamente fundamentadas, la sanción impuesta es proporcional, razonable, pues no solo se encuentra dentro de los parámetros dispuestos para la falta cometida, sino que se adecua al interés que pretendía proteger. Se declara sin lugar el recurso. SL
635-11. PERMISOS. NIEGAN EXTENDER PERMISO DE LACTANCIA. Manifiesta la recurrente que goza de una hora diaria de licencia por lactancia, de conformidad con la normativa vigente que regula la materia. La última prórroga venció el pasado diez de agosto, fecha en la que su hija cumplió un año. Debido a que el médico consideró que su hija necesita seguir siendo amamantada, le extendió un nuevo certificado médico para lactancia, razón por la que el veintisiete de julio anterior le presentó al funcionario recurrido una nueva solicitud de licencia por lactancia, sin embargo, por resolución número DGT-ALAF-709-2010, el funcionario recurrido le denegó lo solicitado con el argumento de que ese tipo de licencias solo son otorgadas excepcionalmente cuando se establezca médicamente la necesidad de ello, en razón de la salud física del menor. Para cumplir con tales requisitos, la  doctora  del EBAIS , emitió el certificado médico en el que se hace constar la necesidad de que la menor sea amamantada por un año más, documento que presentó ante el recurrido el doce de agosto anterior, sin embargo, confirmó la denegatoria de la solicitud de la licencia por lactancia. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al  Director General de Tributación, que adopte las medidas necesarias dentro de su ámbito competencia para que se autorice, de forma inmediata, la prórroga de la licencia por lactancia solicitada por la recurrente, el pasado veintisiete  de julio del dos mil diez. CL

660-10. SANCIÓN. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO.  Alega el recurrente que el funcionario recurrido le ha impuesto una serie de sanciones, como llamadas de atención y otros, sin que para ello se le haya otorgado el debido proceso y derecho de defensa. Acusa que en las notas de sanciones le atribuye una serie de anomalías sin que le permita desvirtuarlas, culpándole inmotivadamente de tales hechos. Que aunado a ello, se burla, publicita sus sanciones entre el resto del personal docente y padres de familia y emite circulares humillantes en que le expone como persona. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se le ordena al, Director de la Escuela Manuel María Gutiérrez, suprimir las referencias escritas que se hicieron constar en el expediente del amparado de las amonestaciones verbales que le fueron impuestas mediante oficio EMM-035-2010 del tres de mayo del dos mil diez, oficio EMM-036-2010 del cinco de mayo del dos mil diez, oficio EMM-045-2010 del diez de mayo del dos mil diez, oficio EMM-114-2010 del veinte de setiembre del dos mil diez, oficio EMM-113-2010 del veinte de setiembre del dos mil diez. En los demás extremos se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

636-11. NOMBRAMIENTO. TRASLADO DE NOMBRAMIENTO EN PROPIEDAD.  Alegan los recurrentes que la amparada realizó entrevista  en las oficinas de la recurrida por cuanto formaba parte de la terna para ocupar el puesto número 500401 de la clase profesional de Servicio Civil 1-A. Señalan que mediante comunicación del 05 de noviembre, realizada por el Jefe del Departamento de Administración de Personal de la autoridad recurrida, se le informó a la amparada que había sido escogida para ocupar en propiedad el puesto a partir del primero de diciembre. No obstante, el 02 de diciembre recibió el oficio número GRH-12-10-2075, suscrito por la Directora de Gestión de Recurso Humano, mediante el cual le informaban que su nombramiento se había trasladado para el dos de mayo del dos mil once. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Ejecutivo, y a la Directora de Gestión del Recurso Humano, ambos del Consejo Nacional de Vialidad, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que de inmediato se haga efectivo el nombramiento de la amparada en el puesto número 500401.CL

715-11. NOMBRAMIENTO. REVOCAN NOMBRAMIENTO EN PROPIEDAD EN EL PODER JUDICIAL. Acusa el recurrente la violación de su derecho al debido proceso por cuanto fue revocado su nombramiento en el Poder Judicial y el Consejo Superior de modo injustificado, se separó de la recomendación efectuada por la Comisión de Relaciones Laborales del Poder Judicial sin motivo alguno, en el sentido de eximirlo de toda responsabilidad. Asimismo señala que los actos tomados por las autoridades accionadas carecen de la debida fundamentación, además, se ejecutó la revocatoria de su nombramiento sin haberse agotado los recursos administrativos. Finalmente alega, que el trece de setiembre de dos mil diez, interpuso un recurso de reconsideración contra la resolución del Consejo Superior, el cual no ha sido resuelto a la fecha de interposición de este recurso de amparo.  En este caso, la Sala declara sin lugar el recurso, porque consta que al recurrente se le dio debido proceso, la recomendación efectuada por la Comisión de Relaciones Laborales no tiene la virtud de vincular el criterio del Consejo Superior del Poder Judicial y los actos administrativos son ejecutivos y ejecutables (artículo 146 de la Ley General de la Administración Pública) y que los recursos administrativos no tienen efectos suspensivos (artículo 148 ibídem). Finalmente, en cuanto a la mora en resolver, se indica que debe el recurrente plantear su inconformidad en vía contenciosa. SL
720-11. SALARIO. ELIMINAN PAGO DE PLUS SALARIAL Manifiestan las recurrentes que son funcionarias del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial desde hace varios años, cargos que dentro del escalafón se ubican dentro de la clase Perito Judicial 2 o Profesional 3.  Dicen que debido a cuestiones de tipo organizacional, están nombradas en propiedad en plazas ubicadas en diferentes zonas del país y, cuando se requiere, son trasladadas temporalmente y de forma interina a puestos iguales en otras zonas, para cubrir vacantes, incapacidades, licencias o plazas extraordinarias, sin perder su condición de funcionarias en propiedad.  Indican que desde que ingresaron a laborar en ese departamento, como parte de su salario han recibido siempre el rubro correspondiente a riesgo laboral, por así haberlo dispuesto el Consejo Superior recurrido en acuerdo firme, porcentaje sobre sus salarios base que alcanza un 10%. Alegan que de forma sorpresiva y sin procedimiento previo alguno, dicho rubro fue eliminado de sus salarios, y al indagar se les informó que respondía a un acuerdo del Consejo recurrido, en el artículo XLIV, tomado en la sesión número 31-10 del seis de abril de este año. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

740-11. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. CONFIDENCIALIDAD, MOTIVACIÓN Y PRESCRIPCIÓN DE INVESTIGACION REALIZADA POR LA CONTRALORÍA. La recurrente alega que en el procedimiento administrativo seguido en su contra ante la Contraloría General de la República no se guardó la confidencialidad de las investigaciones. Además afirma que el asunto prescribió y que la Administración incurrió en una dilación injustificada en su tramitación y no motivó las resoluciones dictadas.  La Sala señaló en la sentencia 5101-10 que la publicidad de un procedimiento administrativo en la fase de investigación podría impedir que se concretice el resultado de la investigación y además lesionaría el derecho a un juicio justo, al dañar la honra de la persona investigada, sin que se haya determinado aún su responsabilidad. No obstante, una vez que se ha dictado la resolución, sí debe garantizarse a todo ciudadano el acceso a la información contenida en el expediente administrativo, dado que ya se ha producido un acto final con base en la prueba recibida en el expediente. En este caso se comprueba que no existen elementos que permitan afirmar que la información haya sido proporcionada por la Contraloría General de la República. Aparte de ello, consta que los actos fueron motivados y se expusieron en forma extensa y con base en dieciséis hechos probados. Finalmente, la recurrente alega que se ha violentado el debido proceso al proseguirse el procedimiento habiendo prescrito el plazo de su tramitación; no obstante, ese es un alegato que debe impugnarse en la misma sede y posteriormente ante la jurisdicción ordinaria. SL
573-11. SANCIÓN. FALTA AL DEBIDO PROCESO.  Argumenta la recurrente que labora como profesora, y que el seis de agosto del año pasado, el recurrido ordenó a todos los docentes del colegio retirarse antes de la salida de clases. No obstante lo anterior, se le aplicó una sanción sin haberse establecido un procedimiento administrativo que garantice sus derechos. Se declara CON LUGAR el recurso, por violación al debido proceso y al derecho de defensa. Se anula la amonestación escrita que se le impuso a la recurrente mediante oficio de fecha 26 de octubre de 2010. CL

46-11. SANCIÓN. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO Alega la recurrente que labora para la Caja Costarricense de Seguro Social como Trabajadora Social en la Clínica Marcial Fallas.  Indica que  se le  informó sobre la proposición de suspensión laboral por el plazo de 8 días sin goce salarial, como consecuencia de una supuesta falta en sus obligaciones contractuales.  Señala que dicha medida se dictó sin garantizar el debido proceso, tomando en consideración la sanción impuesta, la cual resulta desproporcionada. Se declara con lugar el recurso. Se anula la comunicación al trabajador emitida por la Unidad de Trabajo Social de la Clínica Dr. Marcial Fallas Díaz a nombre de la amparada, de 19 de marzo de 2010, sin perjuicio de que en caso de considerarlo pertinente, la administración reconduzca sus actuaciones de conformidad con los términos de esta sentencia. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro Social al pago de los daños y perjuicios que pudieren haberse ocasionado con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los cuales se ejecutarán en la vía de lo contencioso administrativo.

47-11. DESPIDO. EN PERIODO DE INCAPACIDAD. Alega la recurrente que encontrándose incapacitada  y  sin previo aviso  se le comunicó el despido sin responsabilidad patronal por supuestas ausencias.  Agrega que ha presentado el recurso de reconsideración en contra de la resolución, pero  se le previno aportar la nota de desistimiento de las clases.   Explica que sin haber sido resuelto el recurso de reconsideración se continuó con el trámite de dicha resolución ante la Dirección General de Servicio Civil.   Establece que por oficio CD-1102-2010 recibió notificación de que se iba a ejecutar un acto de inhabilitación por tres años a partir del 1 de abril del año pasado. Agrega que desde la presentación del recurso   a la fecha no ha recibido respuesta a su recurso;  más bien le manifestaron que ni siquiera había sido asignado para resolución y tampoco había sido agregado al expediente. Se declara con lugar el recurso. Se anulan las resoluciones número 785-2010 de las diez horas cincuenta minutos del doce de marzo del dos mil diez y la número 2400-2010 de las ocho horas del ocho de setiembre del dos mil diez, ambas del Ministro de Educación Pública y, en consecuencia, se restituye a la recurrente en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL

48-11. DESPIDO. EMPRESA PRIVADA POR REORGANIZACIÓN.   Alega la  recurrente que laboró como operaria para la empresa  recurrida hasta el dos mil nueve, laborando en  jornadas extraordinarias hasta diciembre del dos mil ocho. Indica que fue internada en el Hospital Psiquiátrico por el plazo de un mes y pese a que le dieron de alta tiene que continuar con tratamiento farmacológico, lo que le produjo una baja en el rendimiento de su trabajo. Acusa que el pasado catorce de agosto, la empresa accionada le comunicó que estaba despedida por reorganización de personal, sin embargo,  lo que verdaderamente motivó el despido fue su bajo rendimiento por las razones anteriormente explicadas. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Cruz salva el voto y declara con lugar el mismo. La Magistrada Calzada salva el voto y lo rechaza de plano. SL
DERECHO PENAL
1014-11. IMPUTADO.  SE LE NIEGA COMUNICACIÓN CON SU DEFENSOR.  Alega por el recurrente que se hizo presente a la Comandancia de Puntarenas para asumir la defensa técnica del amparado, no obstante se identificó como abogado, pero se le dijo que no se le podía permitir conversar con el detenido, ya que estaba a la orden del Fiscal de Turno.  Manifiesta que le indicó que de acuerdo con los derechos que le asisten al amparado, tenía derecho desde su detención a ser asistido por un abogado, por lo que accedió momentáneamente a que conversara con él; sin embargo, llamó por teléfono al Fiscal de Turno, y éste le ordenó suspender de inmediato la entrevista y el ejercicio de la defensa técnica, por lo que volvió a encerrar al amparado indicándole que no podía hablar con él hasta nueva orden o actuaciones del Fiscal. Se declara CON LUGAR el recurso. Se condena al Estado  al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

1023-11. DETENCIÓN. POR MAS DE VEINTICUATRO HORAS. Manifiesta la recurrente que la detención de los tutelados es ilegítima, ya que fueron aprehendidos a las diez horas veinte minutos del diecinueve de enero de dos mil once, y transcurridas más de veinticuatro horas, los mismos no conocían el motivo por el cual se encontraban privados de su libertad y sin acceso al expediente. Indica que el Ministerio Público les comunicó que el veinte de enero de dos mil once, se realizaría un reconocimiento judicial, diligencia que concluyó después de las dieciséis horas de ese día. Alega que de la relación de hechos y de los informes de la Fuerza Pública que se encuentran en el expediente, se observa que los tutelados permanecieron privados de su libertad por un plazo mayor, sin existir disposición jurisdiccional que fundamentara tal privación. Establece que uno de sus representados lleva  detenido más de cuarenta y ocho horas sin que el Ministerio Público hubiese trasladado la causa ante el juez correspondiente, y sin existir una justificación sobre el exceso de horas en la detención de los imputados. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios ocasionados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

1027-11. PRISIÓN PREVENTIVA. VENCIMIENTO DEL PLAZO. Alega la recurrente que el amparado fue condenado a una pena de cinco años de prisión, en razón de lo anterior se ordenó la medida cautelar de prisión preventiva en su contra por un plazo de seis meses.  Señala que dicha medida cautelar venció,  sin que a la fecha haya una resolución que fundamente la privación de libertad que sufre el amparado.   Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del tutelado. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

885-11. EXTRADICIÓN. PRORROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA DE OFICIO. Alega el accionante que el dictado de la prórroga de la prisión preventiva del extraditable resulta improcedente por no haber sido requerida por el Ministerio Público. No obstante, lo anterior, la Sala descarta la lesión a los derechos fundamentales del amparable debido a que el proceso de extradición es un proceso diferente a los procesos penales nacionales y se rigen por reglas diversas. Asimismo, la Ley de Extradición vigente, no hace referencia alguna a la participación del Ministerio Público en los procesos de extradición. De manera que, este Tribunal estima que la prórroga de la prisión preventiva del extraditable, de oficio, no vulnera los derechos de índole constitucional. Sobre la denegatoria del recurso de apelación contra la resolución que prorrogó la prisión preventiva, es un punto que ya ha sido analizado por la Sala, en el sentido que el tratado solo autoriza la libertad del detenido cuando el gobierno requirente no haga en tiempo la solicitud formal de extradición, u omita el envió de la documentación que señala el artículo 9 ibídem, lo que en este caso no se dio. Se declara sin lugar el recurso. SL 

884-11. PRISIÓN PREVENTIVA. SE PRORROGO DE OFICIO EN LA ETAPA DE JUICIO. El recurrente, alega que la autoridad recurrida ha prorrogado en tres ocasiones la prisión preventiva en contra del amparado, sin otro fundamento que asegurar la presencia de los imputados en el proceso penal. Señala la Sala que en este caso, no se observa lesión a derecho fundamental alguno por el hecho que el Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, una vez elevada la causa a juicio, haya ordenado de oficio la prórroga de la prisión preventiva del imputado, aquí amparado, quien ya se encontraba privado de libertad, con el propósito de asegurar la celebración del debate. Además se tiene que el juicio fue reprogramado para la fecha más cercana posible, así como la existencia de peligros procesales que justifican la prórroga de prisión preventiva, de tal manera que el Tribunal consideró procedente autorizarla, a fin de asegurar la presencia del acusado en el juicio oral y público. Se declara sin lugar el recurso. SL
882-11. DEPORTACIÓN. POR CONDICION MIGRATORIA IRREGULAR. Alega el recurrente que su representada es de origen Guatemalteco y se le detuvo por su condición de ilegal en el país, y luego fue enviada al Centro de Aseguramiento de Extranjeros en Tránsito de la Dirección General de Migración y Extranjería. Señala que la amparada no posee ninguna documentación por cuanto en la Dirección General de Migración  y Extranjería no se  le dio la oportunidad de presentar los documentos para formalizar su status. Señala la Sala que el Estado, en ejercicio de su soberanía, está facultado para regular el ingreso y la permanencia de los extranjeros en el país, disponiendo los casos en los cuales procede su deportación o expulsión -según corresponda- pues en todo momento aquéllos deben someterse a lo que en materia migratoria prescriba la Ley. Claro está que tales medidas deben obedecer a criterios objetivos plasmados en la ley, de conformidad con el principio de legalidad, y en su aplicación deben respetarse los derechos fundamentales de los no nacionales. En el caso concreto, consta que la aprehensión de la amparada se realizó para verificar su situación migratoria, y dar inicio al trámite correspondiente, lo cual no es contrario a sus derechos fundamentales, toda vez que las autoridades de migración pueden restringir la libertad de las personas en esa situación, durante el tiempo racionalmente indispensable para hacer efectiva su expulsión o deportación, o comprobar su estatus migratorio. Se declara sin lugar el recurso. SL
989-11. MENORES DE EDAD. ABUSOS SEXUALES. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 161 inciso 1) del Código Penal. El accionante solicita que se declare la inconstitucionalidad de la norma, en cuanto el mismo establece la pena de cuatro a diez años de prisión, por el delito de abusos sexuales contra personas menores de edad e incapaces, en los casos en que la víctima sea menor de trece años, a pesar de que el párrafo primero de la norma dispone una pena de tres a ocho años. Afirma que el extremo menor de la pena fijada en la norma impugnada, hace que no pueda aplicársele la suspensión condicional. El hecho de que la norma impugnada establezca como extremo menor, la pena de cuatro años de prisión y que eso impida que se le aplique la suspensión condicional de la pena al imputado, no vulnera el principio de igualdad, ya que es parte de la competencia para diseñar la política criminal y los distintos procesos jurisdiccionales, el legislador estableció en los artículos 59 a 63 del Código Penal, la posibilidad de que en determinados casos en los que se dicta una sentencia condenatoria, pueda otorgarse la suspensión condicional de la pena. Asimismo, se prevé en el artículo 161 del Código Penal, una figura simple y varias circunstancias de agravación del delito de abusos sexuales contra personas menores de edad e incapaces. Esa distinción de penalidad entre la figura simple y las formas agravadas, no implica en modo alguno un trato desigual, dado que la agravación obedece a la existencia de circunstancias que producen una lesión aún más significativa al bien jurídico tutelado y por ende, merecen una respuesta punitiva diversa, que por lo demás no se estima irrazonable ni desproporcionada. Se rechaza por el fondo la acción. RF 

990-11. RECUSACIÓN. PLAZO PARA PRESENTARLA. Acción de Inconstitucionalidad en contra del párrafo segundo de artículo 58 del Código Procesal Penal. El recurrente acusa que la norma impugnada resulta inconstitucional, en el entendido que limita la posibilidad del imputado de presentar una recusación, pues debe hacerlo dentro del plazo de veinticuatro horas siguiente, desde el momento en el cual se conocen los motivos en los cuales se funda. Alega que dicho término es demasiado corto, por lo que no salvaguarda el principio de imparcialidad del juez. Asegura que es ilegítimo ya que, si por alguna circunstancia el imputado no puede formular la recusación respectiva dentro del plazo estipulado y, por su parte, el Juez decide no excusarse, se podría estar convalidando un vicio sustancial. Esta Sala Constitucional en múltiples oportunidades ha indicado que el legislador está  plenamente facultado para configurar los distintos procesos tramitados en sede jurisdiccional, lo que lógicamente incluye el establecimiento de determinados plazos según el tipo de iter procesal. Se citan las sentencias 3782-96, 11923-08. Asimismo, la imposibilidad de recusar un juez dentro del término conferido y la negativa injustificada de éste de excusarse, perfectamente podría configurar un defecto absoluto, no convalidable, y susceptible de ser analizado mediante le recurso de casación, luego de cumplir con las formalidades pertinentes. Resulta claro, entonces, contrario a lo alegado por el accionante, que el ordenamiento jurídico nacional sí ofrece las herramientas suficientes para salvaguardar el principio de imparcialidad del juez. Se rechaza por el fondo la acción de inconstitucionalidad. RF
649-11. DETENCION. AGRESIÓN POLICIAL. Alega la recurrente que al amparado fue detenido por tres oficiales del Organismo de Investigación Judicial,  en forma violenta, quienes sin respeto  a su dignidad, por cuanto es  minusválido y sin orden judicial alguna, lo agredieron y esposaron. Ante el sangrado producido por dichas lesiones, los vecinos llamaron a la Cruz Roja, que recomendó atención médica hospitalaria; la cual fue negada y se le mantuvo por varios minutos sin atención. Considera que por tratarse de una persona minusválida, y que en el momento se encontraba sumamente ebrio, no ameritaba en modo alguno tal golpiza, pues era imposible que pretendiera escapar, solicita la inmediata libertad de su representado, quien  fue detenido improcedentemente y de forma violenta.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, por la violencia con se realizó la detención del recurrente. Tome nota la autoridad recurrida del Considerando último de ésta sentencia. En todo lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

427-11. MENOR DE EDAD. DEMORA EN RESOLVER SOLICITUD DE CAMBIO DE MEDIDA CAUTELAR. Reclama la recurrente que su representado menor de edad cumple una pena privativa de libertad.  Aduce que su defensora presentó ante el Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, un incidente de cambio de sanción de internamiento (prisión) a libertad asistida, órdenes de orientación y supervisión. No obstante, el Juzgado de Ejecución está posponiendo de manera injustificada, la resolución de un incidente que implica una posible concesión de la libertad del joven. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del amparado, por violación a los derechos constitucionales de defensa y justicia pronta y cumplida. Se ordena a la Jueza Coordinadora del Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles del Primer Circuito Judicial de San José, o al juez que en su lugar tramite el incidente número 28-10-I relativo a la causa penal número 09-000213-0369-PE (70-09-A), que DE INMEDIATO ponga en conocimiento de las partes la corrección formulada por el Director del Centro de Atención Especializada Adulto Joven mediante oficio fechado 30 de noviembre de 2010, visible a folios 100 y 101 de la copia del expediente judicial de dicho incidente. CL

429-11. EXTRADICIÓN.  CAMBIO DE LEGISLACIÓN EN PAIS REQUIRENTE. El recurrente cuestiona el proceso de extradición que se tramita en contra de su representado,  por cuanto  la legislación española cambió e impuso mayores penas a la conducta delictiva por la que se le acusa. Por lo que estima, que las condiciones han variado sustancialmente el Tratado de Extradición entre España y Costa Rica. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

440-11. CASACIÓN. TIEMPO PARA QUE LAS PARTES PRESENTEN ALEGATOS.  Menciona el recurrente que dentro del proceso penal que se le sigue a su representado se presentó recurso de casación ante la Sala Tercera, la cual  ordenó la realización de una vista oral, en la cual, el Presidente de la Sala indicó a los participantes al inicio de la vista que cada parte contaba con 15 minutos para exponer sus alegatos, plazo que resultó insuficiente para el ejercicio de una buena defensa técnica.  Manifiesta que no existe dentro de la legislación penal vigente normativa alguna que autorice a la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia a limitar el tiempo en que los imputados y sus abogados puedan exponer oralmente sus alegatos y ejercer la defensa de los imputados.  Indica que durante la audiencia se le permitió participar como imputado, pero únicamente se le concedió 5 minutos para referirse sobre el tema y defenderse de los hechos acusados. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

444-11. PRORROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. VENCIMIENTO DEL PLAZO. Alega el recurrente que fue condenado a veinte años de prisión y que la Sala Tercera anuló el debate y prorrogó la prisión preventiva por seis meses más, sin más fundamentación al respecto. Afirma que han transcurrido más de veinte días sin conocer las razones por las cuales su representado se encuentra detenido. En este caso consta que la Sala Tercera declaró con lugar los motivos de casación, dispuso la anulación del fallo,  el reenvío de la causa para una nueva sustanciación y ordenó la prórroga de la prisión preventiva por seis meses a partir de esa fecha. Asimismo se indica que la Sala Tercera, según el último párrafo del artículo 258 de dicho código, la Sala de Casación Penal está facultada para dictar, de oficio, la prisión preventiva cuando disponga el reenvío a un nuevo juicio. El fin de esa previsión normativa es hacer posible que se cumplan los fines del proceso, es decir, la realización del juicio. Por lo tanto, lo actuado tiene fundamento legal. Se acusa la notificación rápida de la totalidad de la resolución. Lo cual constituye, no un problema de constitucionalidad sino a lo sumo un problema de organización administrativa de la Sala Tercera, cuyo reclamo debe llevarse ante esa misma instancia o eventualmente ante la Contraloría de Servicios del Poder Judicial. Finalmente, no se ha tratado de violación alguna al derecho de defensa por cuanto,  una vez que le haya sido notificada integralmente la sentencia, el defensor podrá hacer uso de los remedios procesales que prevé el ordenamiento jurídico. Se declara sin lugar el recurso. SL

553-11. PRISIÓN PREVENTIVA. SE PRORROGA VENCIDA. Alega el recurrente que el Juzgado Penal de San José prorrogó la prisión preventiva un día después de que estuviera vencida. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del tutelado. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

558-11. DEFENSOR. AUDIENCIA SIN LA PRESENCIA DEL DEFENSOR. Alega el  recurrente que dentro del proceso penal que se le sigue a sus representados, se encuentra pendiente de resolver un recurso de apelación formulado por el Ministerio Público. Explica que la audiencia oral respectiva no se ha podido llevar a cabo, por diversos motivos, entre ellos, por problemas de salud que padece, en función de un accidente de tránsito que le produjo una seria lesión en la columna, motivo por el cual  fue  incapacitado  para sus labores habituales.  Refiere que en  se le amenaza con celebrar la audiencia, aunque no se presente a ella, lo cual atenta contra la libertad y la defensa de sus defendidos. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
565-11. PRISION PREVENTIVA. REVISIÓN DE OFICIO DE LA MEDIDA. Acusa la recurrente que a los amparados se les está violentando su derecho a la libertad personal por cuanto, el Tribunal Penal recurrido declaró inadmisible el recurso de apelación interpuesto contra la resolución del Juzgado Penal que de oficio revisó la medida cautelar y dispuso mantener la prisión preventiva. Señala la Sala que tal como interpreta el Tribunal de Juicio recurrido, deben haber transcurrido los primeros tres meses desde que fue decretada la medida. En el caso en concreto no se acredita que el recurrente haya interpuesto alguna solicitud de modificación o cambio de la medida cautelar de prisión preventiva ordenada por el Juzgado Penal de Hatillo. Por el contrario, fue el Juzgado Penal de Hatillo quién de oficio revisó la prisión preventiva que pesaba contra los amparados, en virtud de que habían transcurrido tres meses desde que fue prorrogada, determinando mantener la medida cautelar de prisión preventiva. Así las cosas, la disconformidad del recurrente con lo dispuesto por el Tribunal Penal que declaró inadmisible el recurso de apelación interpuesto contra lo dispuesto por el Juzgado Penal en donde de oficio revisó la medida cautelar y dispuso mantener la prisión preventiva que pesa contra los amparados, no vulnera ningún derecho fundamental. SL
568-11. DETENCIÓN. RETEN POLICIAL EN INMEDIACIONES DEL ESTADIO DE ALAJUELA.  Alega el recurrente que cuando se dirigía a su casa, en las inmediaciones del Estadio de Alajuela, fue detenido arbitrariamente por orden de la Fuerza Pública de Alajuela, por el supuesto "retén de seguridad". Indica que fue golpeado, esposado, llevado en una perrera y humillado. Añade que desconoce las razones de su detención. Señala la Sala que la detención como medida cautelar exige la concurrencia de un "indicio comprobado de culpabilidad", entendido como información objetiva capaz de producir un conocimiento probable de una imputación delictiva (vid sentencia 3887-94). Esto implica que la autoridad policial no podrá ejecutar una detención con la finalidad de iniciar una investigación. En este caso consta que el petente no atacó a ninguna oficial de policía, simplemente la policía lo consideró una persona que estaba perturbando la paz por indicar que no tenía entrada para el estadio y que lo dejaran pasar porque se dirigía a su hogar y aún así, fue agredido injustificadamente. Se declara CON LUGAR el recurso Se le ordena al Coordinador de la Policía de Alajuela, abstenerse de incurrir en los hechos que sirvieron de base a esta estimatoria. CL

56-11. DECOMISO. NIEGAN ENTREGA DE VEHÍCULO. Manifiesta el recurrente que en su contra se siguen dos causas penales, motivo por el cual se le decomisó su vehículo y  la Fiscalía recurrida se niega a devolvérselo. En este caso consta que el automotor en cuestión se encuentra decomisado por ser precisamente el objeto con el cual, presuntamente, el amparado cometió los delitos de Conducción Temeraria y de Lesiones Culposas por los cuales se le investiga en la Fiscalía de Pavas, por lo que se estima que no es más que un conflicto de mera legalidad ajeno al ámbito de competencia de esta Sala, por lo que debe gestionar lo que corresponda, a la autoridad competente. Se declara sin lugar el recurso. SL

221-11. DETENCIÓN. MAS DE VEINTICUATRO HORAS EN PERIODO DE VACACIONES COLECTIVAS. Alega el accionante que fue detenido el 24 de diciembre de 2010, fue detenido y trasladado el amparado a las celdas del II Circuito Judicial de San José.  Agrega no es sino hasta el 28 de diciembre de 2010 que el Tribunal de Juicio de Desamparados realizó una vista por rebeldía, dentro del proceso seguido en su contra, por lo que estuvo detenido en forma ilegítima al no haberse resuelto dentro del plazo legal su situación jurídica.  Sobre el cierre de despachos judiciales en vacaciones se cita el voto 04-96. Se analiza el caso de la organización del Poder Judicial en cuanto a mantener siempre jueces disponibles todos los días del año. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios ocasionados por los hechos que dan lugar a esta declaratoria, los cuales se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
023-11. PRORROGA DE PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. Alega el recurrente que en contra de los tutelados se sigue la causa penal por el delito de robo agravado y se les impuso como medida cautelar, la prisión preventiva. Señala que se ordenó un rastreo de llamadas y una triangulación de las mismas entrantes y salientes al celular de la ofendida, durante el día de los hechos y esta prueba no se presentó porque el Organismo de Investigación Judicial la había extraviado, cuando aparecieron se determinó que ninguno vincula a los acusados y aún así, se prorrogó la prisión preventiva. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
008-11. PRISIÓN PREVENTIVA. AUDIENCIA. Señala el accionante que por el supuesto delito de Legitimación de Capitales en perjuicio de la Salud Pública, al efectuar una revisión oficiosa, se ordenó mantener la  medida cautelar de prisión preventiva contra su defendido sin conferir audiencia oral como corresponde, provocando una  clara indefensión a su defendido y quebrantando los principios integrantes del Debido Proceso, ya que no pudo realizar  los alegatos de defensa y ofrecer la prueba respectiva. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del amparado. Se anula la resolución de las quince horas del tres de diciembre de dos mil diez del Juzgado Penal de Primer Circuito Judicial de  San José. Se ordena a la Jueza Penal del I Circuito Judicial de San José, tomar las medidas necesarias para que se celebre de inmediato la audiencia oral para conocer y resolver lo que corresponda en relación con el examen de oficio de la prisión preventiva del amparado. CL
014-11. PRISIÓN PREVENTIVA. NIEGAN TESTIMONIO EN AUDIENCIA. La recurrente acude a esta Sala en tutela del derecho fundamental del recurrente a la defensa, toda vez que el Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de San José se negó a escuchar las declaraciones de una testigo en la audiencia de prórroga de la prisión preventiva. En este caso, a la luz de las pruebas planteadas y con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
DERECHO TRIBUTARIO
223-11. IMPUESTOS MUNICIPALES. AUMENTO DE IMPUESTO A MÁQUINAS DE JUEGO EN HEREDIA Acción de Inconstitucionalidad en contra de la Modificación al Reglamento de Patentes de la Municipalidad de Heredia. Publicado en la Gaceta No. 47 del 07 de marzo del 2000. Alega  el apoderado de la accionante que la Municipalidad de Heredia promulgó un Reglamento Autónomo Municipal por medio del cual creó nuevos impuestos a varias actividades comerciales lícitas, entre ellas, la explotación de máquinas de juego o máquinas “pin ball”. Manifiesta que la Municipalidad no puede crear impuestos a través de un Reglamento Autónomo pues ello es competencia exclusiva de la Asamblea Legislativa .Menciona también que las tarifas fijadas son confiscatorias. Refiere que el Reglamento dispone que el monto a cobrar por la patente dependerá de la puntuación obtenida por la actividad comercial concreta, según lo dispuesto en una Tabla de categorías establecida a tal efecto. En el caso de las máquinas de juego, se fija un impuesto de patente de treinta mil colones  por cada máquina, lo cual es violatorio de los principios de razonabilidad y proporcionalidad.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano la acción. RP

FAMILIA

994-11. MENORES. MEDIDAS CAUTELARES SOBRE DEPÓSITO DE MENOR EN EL P.A.N.I. Manifiesta la recurrente  que  la madre de la menor  amparada solicitó refugio ante la Dirección General de Migración y Extranjería, debido a que ella y su familia son víctimas de violencia doméstica por parte del padre de la menor, contra quien interpuso varias denuncias. Refiere que el padre de la menor interpuso un proceso especial de aplicación del Convenio de la Haya sobre los Aspectos Civiles de Menores, ante las autoridades estadounidenses. Agrega que el Patronato Nacional de la Infancia le otorgó trámite y formuló en sede judicial un proceso especial sumarísimo de restitución internacional de la persona menor de edad. Refiere que los Juzgados de Missouri otorgaron la paternidad de la niña tutelada a su padre, en el momento en el cual la amparada no residía en los Estados Unidos de Norteamérica, pues tenía nueve meses de estar en Costa Rica y había solicitado refugio. Manifiesta que el Juzgado de la Niñez y la Adolescencia del Primer Circuito Judicial de San José declaro con lugar la solicitud de restitución de la amparada, sin embargo mediante el voto No. 1002-10 de 22 de julio de 2010 se rechazo un recurso de apelación formulado por la amparada y se confirmó la resolución citada. En este caso concreto y con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Cruz Castro, Salazar Cambronero y Castillo Víquez declaran con lugar el recurso. La Magistrada Calzada pone nota. El Magistrado Cruz Castro también consigna nota. SL (Existe otro asunto pendiente en la Sala sobre este caso, que se tramita bajo el número de expediente 11-1073)
018-11. VISITAS. NIEGAN A PADRES VISITAR A SU HIJA QUE ESTA INTERNADA EN HOSPITAL. Alega la recurrente que su hija fue lastimada por su hermano menor, por lo que tuvo que ser trasladada al Hospital de Golfito y por orden del PANI se les ha prohibido comunicarse con ella, sin que hasta ahora Señalan que la persona menor de edad amparada se encuentra privada de libertad y la patria potestad les ha sido revocada de facto, pues hasta el momento no existe ninguna resolución por parte de alguna autoridad administrativa o judicial que les prohíba ver a su hija. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
LIBERTAD DE TRANSITO

672-11. PARTES DE TRÁNSITO.  COBRO DE MULTA, EM EL QUE NO SE LE DIO DEBIDO PROCESO. Argumenta el recurrente que se le  impuso una multa a un vehículo de su propiedad el que era conducido  por un chofer de la empresa.  Indica  que  al llevar a cabo el pago del derecho de circulación, le comunicaron que aparece una segunda multa  por supuesto irrespeto a la autoridad con amenazas y gestos contra su integridad física. Subraya que el oficial responsable confeccionó el parte sin sustento legal alguno, pues, según su criterio, no existe norma que lo permita por esa causa.  Resalta que la Dirección General de Tránsito no notificó la confección del parte.  Puntualiza que al apersonarse a las instalaciones del Consejo de Seguridad Vial, se le indicó que por el tiempo transcurrido no podía ejercer su derecho de defensa.  Insiste en que nunca tuvo conocimiento de los hechos.  Por lo descrito, estima lesionado el derecho a un debido proceso, ya que se le dejó en indefensión. Se declara CON LUGAR el recurso. En consecuencia, se ordena al Director General de la Policía de Tránsito, y al de Director Ejecutivo del Consejo de Seguridad Vial, realizar todas las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias y atribuciones, a fin de que en el plazo de ocho días contados a partir de la notificación de esta resolución, se elimine del Sistema de Infracciones la boleta 2009-255594.CL

51-11. VÍAS PÚBLICAS. CIERRE DE CALLE  EN SANTA MARTA DE MONTES DE OCA.  Indica la recurrente  que  la Municipalidad recurrida autorizó una actividad para el día diecinueve de diciembre del dos mil diez, cerrando el libre tránsito vehicular. Afirma que dicho cierre  impide el libre tránsito a su casa de habitación.  En este caso consta que la actividad infantil organizada por la Municipalidad fue programada permitiendo el tránsito vehicular. De lo expuesto, se rechaza la lesión a la libertad de tránsito de la accionante. Se declara sin lugar el recurso. SL
MINORIAS
997-11. PERSONA CON DISCAPACIDAD. SE ORDENA  ADECUAR INSTALACIONES DE  HOTELES EN TURRIALBA  PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD.   Alega el recurrente que en el mes de febrero del 2010 un grupo de personas con discapacidad tenían planeada una reunión con otro grupo de personas en las mismas condiciones en Turrialba, por lo que requerían un hotel  que reuniera las condiciones necesarias para poder hospedarse y ninguno de ellos las reunía. Se declara CON LUGAR el recurso. En consecuencia se ordena a la  de Directora del Área Rectora de Salud de Turrialba y al Alcalde de la Municipalidad de Turrialba, coordinar acciones y girar de inmediato las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para exigirle a los hoteles Geliwa, La Roche, Interamericano, Herza, Hospedaje Primavera, Turrialba, Witinghan, Kardey, Espemeralda, Alcazar y Espino Blanco, los cuáles son edificaciones privadas de acceso público, el cumplimiento de las obligaciones establecidas en la Ley 7600 Ley de Igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad, de forma tal que, el recurrente y todas las personas que presenten alguna discapacidad puedan accesar debidamente a dichas edificaciones. CL

656-11. PERSONA CON DISCAPACIDAD. CONSTRUCCIÓN DE ACERAS. Argumenta el recurrente que es una persona con discapacidad y se traslada en silla de ruedas, pero donde vive la infraestructura vial es muy deficiente. Señala que en el sector comprendido entre el Super Las Góndolas hasta el Palí del Coyol de Alajuela el estado de las aceras a ambos lados es muy malo para transitar en silla de ruedas, entonces se ve obligado a continuar la trayectoria por la calle, lo que pone en riesgo su vida.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente respecto de la Municipalidad de Alajuela. Se ordena al Alcalde y Presidente del Concejo Municipal de Alajuela, que adopte de forma inmediata las medidas pertinentes, para que en el plazo de dos meses, contado a partir de la notificación de la presente resolución, se aperciba a los propietarios o poseedores de bienes inmuebles ubicados en el sector que comprende del Súper Las Góndolas hasta el Supermercado Palí del Coyol de Alajuela que no hayan construido aceras frente a sus propiedades o no les hayan dado mantenimiento, que den inicio a su construcción o reparación, ajustando las obras a las especificaciones contenidas en la Ley N°7600 y su reglamento. Lo anterior, sin perjuicio de que en caso de omisión del propietario o poseedor de cumplir las obligaciones señaladas, la Municipalidad de Alajuela supla los trabajos, y aplique las multas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

MUNICIPALIDAD
1034-11. DAÑOS A PROPIEDAD. SE ORDENA INGRESO A PROPIEDAD PRIVADA PARA TRABAJOS DE TUBERIAS. Alega el recurrente que es dueña de una finca en San Pablo de León Cortés, en donde se localiza una naciente de agua subterránea, que desagua en la Quebrada Cachimba. Indican que sin autorización alguna de su parte, sin estudio de impacto ambiental, uso de suelo para determinar el volumen o caudal de agua a captar y con violación al procedimiento legalmente establecido, por oficio DJUMLC 16-2010 de veintitrés de agosto de dos mil diez, el funcionario municipal recurrido autorizó a la comunidad de Montes de Oro para que realice los trabajos de captación de agua en la propiedad de su representada, lo que implica ingresar a sus terrenos para realizar trabajos de instalación de tuberías, sin que tampoco, para ello, se realice el trámite legal de imposición de servidumbre de paso de agua y expropiación del área protegida para no afectar el recurso hídrico. Se declara CON LUGAR el recurso. En consecuencia, se anula la resolución  del Alcalde de la Municipalidad de León Cortés de las 10 horas del 17 de agosto del 2010. CL
640-11. VÍAS PÚBLICAS. ARREGLO DE ACERAS.  En este caso el recurrente se queja de dos cosas: a) Que el bar denominado "Charlie", que se encuentra contiguo a su residencia en Montserrat en Alajuela, produce contaminación sónica por actividades de karaoke y b) Que las aceras ubicadas al frente de su vivienda, se encuentran en mal estado, y constituyen un riesgo para las personas que transitan por ellas. En este caso se acoge uno de las demandas y se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Alajuela, que lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que, dentro del plazo de DOCE MESES a partir de la notificación de la sentencia, se construyan y reparen las aceras en frente de la casa del recurrente en Monserrat de Alajuela. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. SL
694-11. DAÑOS A PROPIEDAD. POR INSTALACIÓN DE ALCANTARILLAS.  Indica la recurrente que tiene un lote para construir por medio del bono de la vivienda en Cañas de Tabarcia de Mora, pero debido a la instalación de alcantarillas que realizó la Municipalidad recurrida, su terreno se inunda y se "lava", lo que lo hace inestable. Solicitó la intervención municipal pero su gestión no ha sido atendida.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal del Cantón de Mora, que dentro del plazo de dos meses contado a partir de la notificación de esta resolución proceda a realizar las obras que sean necesarias para solucionar el problema de inundación que sufre la propiedad de la recurrente. CL

452-11. DAÑOS A PROPIEDAD. SE ORDENA A MUNICIPALIDAD LIMPIAR LOTE. Refiere el recurrente que al lado de su casa de habitación, se encuentra un lote baldío, el cual colinda con construcciones existentes vecinales y  una tapia que separa el camino que da entrada a las casas de su vecindario del resto del lote baldío y, en su mayoría, con su casa de habitación.  Alega que en dicho lote, la vegetación ha crecido de manera desmesurada, ya que no se corta, ni se limpia desde hace más de un año; además, se encuentra lleno de basura y animales muertos por lo que se ha vuelto un criadero de mosquitos, fuente de malos olores. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al  Alcalde Suplente en ejercicio de la Municipalidad de Desamparados,  emitir las órdenes pertinentes para que en el plazo de cinco días, contados a partir de la notificación de esta sentencia, se proceda con la limpieza del lote denunciado por el recurrente, CL
PENSIONES ALIMENTARIAS

554-11. APREMIO CORPORAL. ATENCIÓN MÉDICA. Alega el accionante que fue detenido por una orden de apremio de pensión alimentaria, y cuando llegaron al centro carcelario recurrido no fue recibido y sin justificación alguna, mantienen retenidos a los citados Oficiales junto con el amparado y la patrulla de la Fuerza Pública desde hace muchas horas. Señala que tiene serios problemas de salud y no le dan la atención adecuada. Se declara parcialmente con lugar el recurso solo por la lesión al derecho constitucional a la salud del amparado Se advierte al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, al Director de la Unidad de Pensiones Alimentarias de ese mismo establecimiento y al Jefe de la Unidad Policial de Fuerza Pública de San Ramón de Alajuela, abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que sirven de mérito para la presente estimatoria. CL Parcial

PODER EJECUTIVO
1047-11. VÍAS PÚBLICAS. FALTA DE ACERAS EN LA RUTA TURRIALBA - SAN JOSÉ. Alega el recurrente  que en la ruta 10 de Turrialba- San José y viceversa a la altura del El Recreo, hacia el camino de Chirraca existen tramos en los que no se han construido las respectivas aceras. Acusa que ello que pone en riesgo la vida y seguridad de los peatones.  Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Turrialba y al Ministro de Obras Públicas y Transportes, que de forma coordinada e inmediata adopten las medidas necesarias para que en el plazo de OCHO MESES, contado a partir de la notificación de la presente resolución, se resuelva el problema de falta de aceras en el tramo de la ruta No. 10 en el sentido Turrialba - San José a la altura de el recreo hacia Chirraca. CL

991-11. MONEDA. CREACIÓN DE UNIDADES DE DESARROLLO POR DECRETO. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Decreto EjecutivoN°. 22085-H-MEIC DE 12 DE MARZO DE 1993. Alega el recurrente que mediante la referida norma el Poder Ejecutivo creó la denominada Unidad de Desarrollo, como un tipo de moneda comercial, totalmente diferente del colón. Considera la Sala que el promovente incurrió en un error terminológico al calificar la Unidad de Desarrollo como moneda, cuando, en realidad, no es más que una unidad de cuenta, la cual sirve para expresar valor – inclusive en colones y de manera indexada pues para su cálculo la Superintendencia General de Valores toma en cuenta el Índice de Precios al Consumidor –  pero carece de las demás propiedades del dinero.  Bajo este orden de consideraciones, no encuentra esta Sala Constitucional razón alguna que permita considerar lesionado el numeral impugnado. Se rechaza por el fondo el recurso. RF
PODER JUDICIAL
1074-11. REGISTRO JUDICIAL.  EMISIÓN DE CONSTANCIAS DIFERENTES. Menciona el recurrente que gestionó una certificación de antecedentes penales, y resultó sin juzgamientos. Alega que luego en la Oficina de Siquirres solicitó otra certificación, y apareció con antecedentes. Refiere que al consultar a los funcionarios del Registro y Archivo Judicial, le indican que no pueden hacer nada porque está fuera de sus manos. Reclama que por esa razón no puede conseguir trabajo. En este caso, con base en las consideraciones dadas en la sentencia y las particularidades del caso, se declara sin lugar el recurso. SL

979-11. CONDICIONES. PROBLEMAS DE INFRAESTRUCTURA EN EDIFICACIÓN DE LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA DEL PRIMERO CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA.  Alegan los recurrentes que en el mes de diciembre  del año 2010 la Unidad Administrativa de Alajuela y  la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial, dispuso el traslado del Poder Judicial de Alajuela al nuevo edificio, a fin de realizar la remodelación del antiguo Edificio de los Tribunales. Señalan que  para realizar dicho traslado, no se  emitió ninguna directriz ni se dispuso cuáles eran las condiciones en las que se iban a tener  a los privados de libertad, tanto los que se encuentran en tránsito como los que tienen pendiente su situación jurídica. Manifiestan que debido a esa falta de previsión, los privados de libertad de Alajuela se encuentran en condiciones infrahumanas, deplorables,  por lo que  solicitaron al Juzgado Penal  una inspección ocular del lugar. Agregan  que  de dicha inspección se  obtuvo que el acceso a las celdas del Organismo de Investigación Judicial se encuentra obstruido por labores de construcción, tubos plásticos, materiales de construcción y los privados de libertad  deben ser trasladados por los custodios entre toda esa remodelación, peligrando que se caigan, una  fuga o cualquier otra situación, entre otros problemas. Señalan que las condiciones descritas atentan contra la dignidad, el decoro y  la moral,  de los privados de libertad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Poder Judicial en la persona del Presidente de la Corte Suprema de Justicia, que en forma inmediata proceda a hacer los trabajos que sean legal y técnicamente necesarios en las cárceles provisionales de los Tribunales de Justicia del I Circuito Judicial de Alajuela, con el objeto de que se observe y cumpla el derecho a la salud y la dignidad de los privados de libertad que son custodiados en esas instalaciones. Para lo anterior el Poder Judicial tendrá un plazo de doce meses, que se contará a partir de la notificación de esta sentencia. CL

688-11. DEFENSA PÚBLICA. SE LE ORDENA DAR ASISTENCIA EN MATERIA DE FAMILIA.  Alega el recurrente que el quince de mayo de dos mil diez fue notificado de la demanda ordinaria de Inclusión de Bienes Gananciales presentada en su contra, en el Juzgado Penal Juvenil y de Familia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, con sede en Ciudad Quesada, proceso en el cual se discute sobre el único bien que posee, su casa de habitación. Por carecer de recursos económicos para pagar un abogado, acudió a la Defensa Pública de Guatuso a solicitar un Defensor Público, sin embargo se le dijo que no representan a nadie en esa materia. Afirma que en la localidad tampoco existen Consultorios Jurídicos. Alega que es una persona discapacitada, diagnosticado con distrofia muscular, con problemas de movilidad por tener un peso de cuatrocientos libras. Que su único bien patrimonial es su casa de habitación, la cual cuenta con todas las adaptaciones que requiere para movilizarse, razón por la que estima que se amenaza su derecho a la defensa y de acceso a la justicia.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora de la Defensa Pública, que brinde asistencia legal gratuita al amparado, en la tramitación del proceso ordinario de inclusión de bienes gananciales que se promovió en su contra. CL

PRIVADOS DE LIBERTAD
995-11 ATENCIÓN MÉDICA. NO LLEVAN A PRIVADO DE LIBERTAD A CITA MEDICA. Manifiesta el recurrente que actualmente se encuentra privado de libertad en Centro de Atención Institucional La Reforma, y que  el ocho de diciembre  pasado tenía una operación en el Hospital de San Ramón, a la cual no le fue posible asistir porque según el personal de seguridad, no había automóviles para llevarlo.  Alega que ha perdido varias citas por la misma razón.  Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, que adopte las medidas necesarias para garantizar que el recurrente sea trasladado a la cita médica que le ha sido programada, a la hora y fecha en que fue fijada. Asimismo, se le ordena abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron fundamento a la estimatoria de este recurso de amparo. En los demás se declara sin lugar el recurso. CL

1024-11. INTEGRIDAD FÍSICA.  AGRESIÓN POR PARTE DE OFICIALES DE SEGURIDAD. Argumenta  la recurrente  que su hijo se encuentra privado de libertad en el Centro de Atención Institucional La Reforma, el cual fue objeto de una golpiza por parte  de unos oficiales y tuvo que ser trasladado al Hospital de Alajuela. Solicita que sea trasladado al Centro de Atención Institucional de Cartago. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, disponer lo necesario para trasladar, de manera inmediata, al tutelado a la Fiscalía de Alajuela, tal como él lo solicitó. Se le ordena garantizar el traslado oportuno del tutelado al Hospital de Alajuela, cuando así lo requiera el Servicio de Otorrinolaringología. Se le ordena, además, abstenerse de incurrir en los hechos que dieron mérito para acoger este recurso. CL

659-11. CONDICIONES. HACINAMIENTO EN CENTRO PENITENCIARIO SAN JOSE.  Alega el recurrente que el Centro de Atención Institucional recurrido, no reúne las condiciones de higiene necesarias y que existe una sobre población de privados de libertad, en el tanto tiene una capacidad para quinientos privados de libertad y actualmente hay aproximadamente novecientos.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, en cuanto al hacinamiento crítico y a la falta de camas de los privados de libertad. Se ordena al Ministro de Justicia y Paz, al Centro de Atención Institucional de San José, y al Director General a.i. de Adaptación Social, que adopten inmediatamente las medidas pertinentes para eliminar el hacinamiento crítico del Centro de Atención Institucional San José. Asimismo, que de manera inmediata se solucione el problema de los privados de libertad que se encuentran durmiendo en el suelo, de tal forma que se les facilite una cama en igualdad de condiciones con los demás reclusos que sí la poseen. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
222-11. CONDICIONES.  HACINAMIENTO EN CENTRO PENITENCIARIO DE SAN JOSÉ. Refiere la recurrente que el amparado, fue ingresado al Centro Institucional de San José.  Señala que desde la detención, el amparado ha sido agredido por los otros reclusos en dos oportunidades, y como resultado de las cuales tuvo que ser remitido al hospital para que le atendieran sus lesiones. Además de lo anterior, el amparado se encuentra en condiciones infrahumanas por cuanto debe dormir  en el suelo del pasillo. Solicita su traslado al Centro de Atención Institucional San Rafael.  Se declara PARCIALMENTE CON lugar el recurso. Se ordena al Director del CAI San José, girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para solucionar de inmediato el problema de los privados de libertad que se encuentran durmiendo en el suelo en el Centro de Atención Institucional San José, facilitándole al amparado una cama en igualdad de condiciones que los demás reclusos, si es que todavía no se ha hecho. CL

SERVICIOS PUBLICOS
1045-11. SERVICIOS DE AGUA Y ELECTRICIDAD. NIEGAN INSTALACIÓN DEL SERVICIO Menciona la recurrente que vecinos de la comunidad de Purires solicitaron a la Dirección Regional Central Oeste del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados que se les suministrara el servicio de agua potable; no obstante, les indicaron que la solución al problema de agua potable en esa zona no se podía resolver en poco tiempo y pese a sus gestiones, hasta ahora no se les ha resuelto su necesidad del servicio. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de la Región Central Oeste del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, y a la Apoderada Especial Judicial del Instituto Costarricense de Electricidad, que de inmediato interpongan las instancias de coordinación que se encuentren dentro de sus ámbitos de competencia, para que dentro del plazo de diez meses contados a partir de la notificación de esta sentencia se construya e implemente la línea eléctrica de configuración trifásica ente las comunidades de Ojo de A9gua de Puriscal y Purires, así como el acueducto para prestar el servicio de agua potable en la localidad de Purires. CL

726-11. AUMENTO DE TARIFAS. PARTICIPACIÓN CIUDADANA. Acusa el recurrente que la Municipalidad de Tarrazú dispuso el aumento en las tarifas de agua en forma desproporcionada, aunado a que se prescindió de audiencia pública previo a decretar dicho aumento. Esta Sala descarta la acusada lesión a los derechos fundamentales del promoverte, ya que corresponde a la Municipalidad –en virtud del principio de autonomía municipal- la fijación de la tasa por la prestación de servicio de agua potable, pues es un aumento que se hace en forma  técnica. En la especie, lo que se pretende es que la Sala determine las razones por las cuales se aprobó un aumento en la tarifa por consumo de agua potable, lo que resulta ajeno al carácter eminentemente sumario del proceso de amparo, por lo que el recurrente deberá plantear sus alegatos ante las autoridades administrativas o judiciales competentes, a efecto de que se establezca lo que en derecho corresponda. SL 
















